
  
    
      Josu Ugarte Gastaminza


      (coordinador)


      la bolsa y la vida


      La extorsión y la violencia de ETA

      contra el mundo empresarial


      [image: logo_La_Esfera.tif]

    

  


  
    
      


      Primera edición: enero de 2018


      Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra sólo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la ley. Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.


      © Martín Alonso Zarza, 2018


      © Pablo Díaz Morlán, 2018


      © Florencio Domínguez Iribarren, 2018


      © Gaizka Fernández Soldevilla, 2018


      © Francisco Javier Merino Pacheco, 2018


      © Borja Montaño Sanz, 2018


      © José María Ruiz Soroa, 2018


      © Doroteo Santos Diego, 2018


      © Jesús Mª Ugarte Gastaminza, 2018


      © La Esfera de los Libros, S. L., 2018


      Avenida de San Luis, 25


      28033 Madrid


      Tel. 91 296 02 00


      www.esferalibros.com


      ISBN: 978-84-9164-200-8


      Depósito legal: M. 30.665-2017


      Fotocomposición: Creative XML, S. L.


      Impresión: Anzos


      Encuadernación: De Diego


      Impreso en España-Printed in Spain

    

  


  
    
      

    

  


  
    
      
        Índice


        INTRODUCCIÓN. LA EXTORSIÓN DE ETA EN LA LÓGICA DEL TERRORISMO


        I. La primera ETA, ETA político-militar, los CAA y otras organizaciones terroristas


        OBJETIVOS Y TIPOLOGÍA DE LA VIOLENCIA CONTRA EL MUNDO EMPRESARIAL


        ANTECEDENTES HISTÓRICOS


        LA PRIMERA ETA (1958-1967)


        ETA ZARRA Y ETA V (1967-1974)


        LOS CABRAS (1966-1977)


        ETA POLÍTICO-MILITAR Y LOS BEREZIS (1974-1977)


        ETA POLÍTICO-MILITAR DURANTE LA TRANSICIÓN (1977-1982)


        ETAPM VIII ASAMBLEA (1982-1985)


        LOS COMANDOS AUTÓNOMOS ANTICAPITALISTAS (1977-1985)


        IRAULTZA (1981-1997)


        II. ETA militar y la extorsión a los empresarios


        ETA MILITAR


        LA EXTORSIÓN AL EMPRESARIADO


        LOS SECUESTROS


        CAMPAÑA CONTRA INTERESES FRANCESES EN ESPAÑA


        CAMPAÑA CONTRA INTERESES TURÍSTICOS


        ETA Y LAS «CAUSAS ECOLOGISTAS»


        Lemóniz


        La autovía de Leizarán


        El Tren de Alta Velocidad


        III. La financiación del terrorismo en la democracia


        CONFLICTOS SOCIALES O POLÍTICOS


        LA FINANCIACIÓN DE ETA


        Atracos


        Secuestros


        Extorsión


        LA EXTORSIÓN EN EL SIGLO XXI


        Las cuentas de ETA (2001-2010)


        El «efecto euro»


        EL DINERO DE LOS PRESOS


        LOS FLUJOS ECONÓMICOS ENTRE ETA Y SU ENTORNO


        RESISTENCIAS Y CESIONES


        Fueron suficientes


        Un caso significativo


        Resistencias


        IV. Las políticas de seguridad y de intervención policial en relación con la extorsión de ETA


        APUNTES METODOLÓGICOS


        La complejidad de la extorsión


        El modelo ecológico de Bronfenbrenner


        POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA SEGURIDAD


        Qué se conocía sobre la extorsión etarra


        Quiénes y cómo tomaron las decisiones frente a ETA


        Por qué la decisión de relegar la acción contra la extorsión


        Sobre las víctimas de la extorsión: demanda de protección

        y exigencia de responsabilidades


        EVOLUCIÓN DE LA INTERVENCIÓN POLICIAL


        Represión policial de la extorsión de ETA (1970-1980)


        Represión policial de la extorsión de ETA (1981-1989)


        Especialización policial frente a la financiación del terrorismo (1990-2005)


        Hacia el final de la extorsión (2006-2011)


        Déficits de la coordinación policial frente a la extorsión terrorista


        V. Entre el ser y el deber ser: el extorsionado por ETA ante la justicia


        LA EXTORSIÓN TERRORISTA COMO CASO DE FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO


        EL TRATAMIENTO PENAL DE LA EXTORSIÓN TERRORISTA EN EL DERECHO ESPAÑOL


        La tipificación como delito de colaboración


        El elemento subjetivo del tipo penal del delito

        de colaboración


        Causas de justificación


        YENDO A LA REALIDAD


        La praxis de policía y jueces


        La contradicción


        La reflexión superpuesta desde el presente


        ¿ES EL ESTADO RESPONSABLE ANTE LA VÍCTIMA

        DE UNA EXTORSIÓN?


        VI. Vías de transmisión del coste del terror


        UN ESTADO GENERAL DE LA CUESTIÓN


        LA CENTRAL NUCLEAR DE LEMÓNIZ


        DESLOCALIZACIÓN DE EMPRESAS


        INVERSIÓN EXTRANJERA DIRECTA


        TURISMO


        RECAPITULACIÓN


        VII. ETA y la corrupción vasca


        RELACIONES LABORALES


        VOCACIONES, SUCESIÓN EMPRESARIAL Y ATRACCIÓN DE TALENTO


        RELACIONES ECONÓMICAS Y BENEFICIARIOS


        «EL ÁRBOL Y LAS NUECES»: MATICES


        RECAPITULACIÓN


        VIII. Cuantificación del coste económico de ETA


        COSTE DIRECTO DE ETA


        IMPACTO SOBRE EL PRODUCTO INTERIOR BRUTO. COMPARACIÓN HASTA 2011


        CUESTIONAMIENTO DE LA REGIÓN SINTÉTICA CATALUÑA-MADRID


        POSIBLE ALTERNATIVA


        ESTIMACIÓN MEDIANTE EL MÉTODO AUTORREGRESIVO


        RECAPITULACIÓN


        Conclusiones


        Epílogo. AZAFRÁN DE MARTE


        APROXIMACIÓN CONCEPTUAL


        EL MOSAICO: EL PAISAJE DURANTE LA BATALLA


        LA EXTORSIÓN COMO SISTEMA VASCULAR

        DEL COMPLEJO DEL TERROR


        UN AGUJERO NEGRO Y UN SARCÓFAGO COGNITIVO


        DE LA ELIPSIS A LA HIPERNORMALIDAD


        ANEXOS


        Anexo 3


        Anexo 4


        NOTAS


        BIBLIOGRAFÍA


        Glosario


        Siglas


        Sobre los autores

      

    

  


  
    
      


      A los empresarios, directivos y profesionales que fueron estigmatizados, amenazados, perseguidos y, en algunos casos, secuestrados, heridos y asesinados.


      A aquellas familias que padecieron este infierno.

    

  


  
    
      


      «En la historia del fenómeno terrorista de ETA existe un concreto aspecto que puede calificarse como de verdadero agujero negro, es decir, como una parte de la realidad que se resiste a dejarse conocer y que atrapa en su oscuridad a todo lo que la rodea. Se trata de la extorsión económica practicada durante decenios por ETA en contra de empresarios, directivos y profesionales [...]. Y es que, visto el asunto desde hoy, lo que más llama la atención del estudioso de aquellos años no es solo lo que sucedió, sino sobre todo lo que no ocurrió: es clamorosa la ausencia del más mínimo debate público o institucional sobre los criterios a seguir en el caso de la extorsión terrorista, sobre los valores en juego, sobre las normas éticas a aplicar, sobre la forma de ponderar el valor de la seguridad personal y el disvalor de sostener el terror».


      JOSÉ MARÍA RUIZ SOROA, El País, 02/II/2015

    

  


  
    
      


      INTRODUCCIÓN. LA EXTORSIÓN DE ETA EN LA LÓGICA DEL TERRORISMO


      JOSU UGARTE GASTAMINZA


      Han pasado seis años desde que ETA anunciara el cese definitivo de su «actividad armada». Sucedió el 20 de octubre de 2011, fecha de inicio de una larga fase de transición que se presume culminará con la disolución de la organización terrorista.


      ETA ha segado muchas vidas, ha trastornado irreparablemente a las familias de los asesinados y amenazados, ha victimizado a decenas de miles de personas, entre ellas a quienes chantajeó, secuestró o asesinó para financiar su actividad. ETA ha afectado a nuestras vidas y ha agrietado el tejido moral de la sociedad. Ha determinado la política española —en particular la vasca y la navarra— y ha hecho peligrar en no pocas ocasiones nuestro sistema democrático.


      Amén de la deshumanización de los que han ejercido la violencia y de los que les han apoyado, ETA ha generado tal perversión de valores y tan profundo miedo social que ha socializado la culpa y la responsabilidad moral y política cuando hemos sido indiferentes ante el sufrimiento de las víctimas y espectadores de conveniencia. El terror nos ha insensibilizado y paralizado.


      Por ello es necesario hacer frente al peligro de querer olvidar y no remover el pasado doloroso que nos interpelaría sobre nuestras responsabilidades individuales, grupales y comunitarias. En este sentido juega un papel primordial una ética de la memoria que contribuya a establecer la verdad sobre el pasado, a enfrentarse a las diferentes formas de negación, tergiversación, manipulación, ocultación o impostura, también a la exaltación de discursos de odio o de figuras inmorales del pasado. Nuestros esfuerzos deben orientarse hacia una memoria política al servicio de los valores democráticos, una memoria ética al servicio de la convivencia y una memoria profiláctica como barrera o tratamiento intelectual contra la intoxicación del fanatismo.


      ETA, así como el contexto político en el que nace, han sido objeto de numerosos estudios. También su evolución y las especificidades sociales y políticas favorables que propiciaron su permanencia y fortalecimiento. Entre ellas: el apoyo activo de miles de personas, sin el cual la organización terrorista no habría sobrevivido; la complicidad de una parte no desdeñable de la sociedad vasca, que con su silencio, su indiferencia y su inacción, en realidad «actuó» a favor de ETA y contra los que padecían la violencia terrorista;1 la muchas veces oscura, ambigua e interesada política del PNV en relación con el nacionalismo más extremo; el «espejismo revolucionario» de una parte de la izquierda radical que la incapacitó para el análisis y la acción firme frente al terror;2 la confusión de las organizaciones de la paz y los derechos humanos que, con excepciones, transitaron por un pacifismo desnaturalizado por los discursos de la normalización y la pacificación del llamado «tercer espacio» e interiorizaron acríticamente el paradigma del «conflicto» para explicar la existencia de ETA y la supuesta necesidad de articular soluciones para el mismo como precondición necesaria del final de una violencia sobre la que dudaron demasiado tiempo en calificar de terrorista.3


      En este contexto político, una organización peculiar —de la que fui fundador y director— se aventuró a realizar un estudio sobre la extorsión de ETA contra empresarios, directivos y profesionales. Esta organización se llamaba Bakeaz (Por la paz) y fue creada a principios de los noventa por unos pocos activistas de asociaciones culturales, pacifistas, ecologistas y de derechos humanos del País Vasco. Bakeaz nació de la experiencia y del aprendizaje en aquellas asociaciones, con un proyecto orientado a proporcionar análisis, reflexión y propuestas. Sus integrantes, con raíces en la cultura de izquierdas y en los denominados nuevos movimientos sociales, estábamos unidos en la radicalidad de nuestra concepción de los derechos humanos, en la oposición sin fisuras a cualquier forma de fanatismo político, religioso o identitario y en la lucha contra la espiral terrorista que amenazaba nuestro sistema democrático, en proceso de maduración y consolidación.


      A lo largo de los años fuimos abriendo varias líneas de reflexión que dieron como resultado libros de ensayo, documentos teóricos, informes y artículos en prensa y revistas especializadas. Entre los temas que abordamos: los fundamentos ético-pedagógicos de los derechos humanos, de la cultura de la paz y de la educación para la paz; la función de los movimientos sociales en los sistemas democráticos; la educación frente a la violencia en el País Vasco; las razones contra la violencia desde la ética, la filosofía política y la historia; la presencia de las víctimas en el sistema educativo vasco; el miedo social en relación con el terrorismo; la participación social y política de las víctimas del terrorismo y los procesos de perdón y reconciliación; la evolución de la opinión pública vasca ante la violencia de ETA; el análisis de los discursos de las organizaciones pacifistas vascas, del nacionalismo radical y de la izquierda ante la violencia de ETA; en fin, los criterios para una pedagogía democrática de la memoria.


      Aquel estudio sobre la violencia y la extorsión de ETA contra el mundo empresarial lo iniciamos a mediados de 2012 gracias a una víctima que sufrió extorsión diez largos años, le ocasionó graves consecuencias y no cedió al chantaje. Esta persona, que simboliza la figura del testigo moral y que debe permanecer en el anonimato, me transmitió su deseo de que Bakeaz intentase desentrañar el insondable fenómeno de la extorsión de ETA. Su testimonio me sobrecogió y me di cuenta de la importancia de su propuesta. En pocos días decidimos que el estudio debía realizarse aun siendo conscientes de su complejidad y dimensión, de los obstáculos políticos y de las dificultades para lograr fondos para su realización. En consecuencia, reunimos un amplio equipo formado por historiadores, economistas, juristas, politólogos y un experto en temas policiales. Y nos propusimos estudiar algunas de las dimensiones del fenómeno de la extorsión: los mecanismos de financiación de ETA; su evolución histórica; el efecto de la violencia terrorista en la actividad económica; la dimensión jurídica de la extorsión; la perspectiva político-policial…


      El resultado es este libro, La bolsa y la vida, que en muchos aspectos es complementario de otro reciente, Misivas del terror.4 Tratando el mismo fenómeno, este último pone el foco en la experiencia subjetiva vivida por las víctimas, construye un excelente fresco sociológico de sus vivencias y añade una valoración ética de sus reacciones. Sus textos reproducen con fidelidad y viveza los padecimientos de los extorsionados y sus decisiones, pero podría decirse que está escrito desde la perspectiva del actor implicado. En cambio, el ejemplar que tiene en sus manos, La bolsa y la vida, pretende adoptar un punto de vista externo, objetivo, empírico: lo que se cuenta son al final unos hechos, por qué y cómo sucedieron y qué efectos produjeron sobre la economía y su entorno empresarial.


      La bolsa y la vida es una historia de la violencia de ETA contra empresarios y profesionales, tanto de la violencia de naturaleza finalista —la que perseguía causarles un daño directo en su calidad de algo así como odiosos oligarcas— como de aquella otra, más frecuente, en que el objetivo era de carácter instrumental: se les atacaba para que financiasen la actividad terrorista. En cualquier caso, es ante todo y sobre todo la historia de un fenómeno de victimización sufrido por personas de carne y hueso.


      Lo proclama así el propio título del libro. Porque ya en la formulación clásica de esta conminación —la que utiliza la alternativa «o»— está claramente implícita la carga intersubjetiva de amenaza, de imposición, de chantaje, de coacción, de violencia en definitiva, que entrañaba la exigencia por los terroristas de unas cantidades para financiarse. O contribuyes o te hago daño. Pero al sustituir esa «o» disyuntiva por la «y» copulativa, hemos querido subrayar que en el chantaje de ETA existía un plus de violencia ausente, en cambio, en la coacción practicada por el simple bandolero. Ese plus se encuentra, primero, en el destino que se iba a dar por los terroristas a la bolsa que se exige a la víctima: la bolsa es para matar más, para matar a otras personas. Al chantajeado se le somete así al dilema de sufrir el mal en su persona o contribuir a que lo sufran otros: tener que comprar su vida pagando con la vida ajena. Un dilema moral y vivencial que, se resuelva como se resuelva, deja una profunda herida en el chantajeado.


      Pero el bucle de retroalimentación entre chantaje terrorista y muerte injusta o sufrimiento va más allá todavía: ETA sabía perfectamente que la credibilidad de su amenaza dependía muy mucho de las muertes y agresiones que llevase a cabo en el entorno social vasco. Que para que funcionara su chantaje tenía que poner sobre la mesa los cadáveres de otros empresarios o profesionales. El miedo es el sustrato necesario para que prospere la extorsión. Y por eso, en muchas ocasiones, ETA mató o atentó solo pour encourager les autres, haciendo real esa retroalimentación sádica en la que no se distingue cuál es el fin y cuál el instrumento: se mata para asustar y cobrar, y se cobra para seguir matando. En las épocas finales de ETA, en su lenta agonía entrando en el siglo XXI, «queda la duda de si fue esa debilidad [operativa de la banda] la que provocó el descenso de recursos económicos o la disminución del dinero disponible la que generó una menor capacidad de acción».5


      No cabe olvidar que la historia de la financiación de ETA es la historia de una victimización. Pero también es cierto que no es solo eso. Es también la historia de los objetivos buscados con la violencia, de los medios puestos en juego para ejercerla eficazmente, de los resultados obtenidos, de sus costes y dificultades, de su evolución en el tiempo, de los efectos directos e indirectos provocados por ella sobre la economía y la sociedad. Una historia de cosas, no solo de personas; de hechos además de víctimas. Pues bien, a esta faceta objetiva es precisamente a la que atiende este libro, escrito por universitarios y especialistas probados. Veámoslo en detalle.


      En el capítulo inicial del libro, «La primera ETA, ETA político-militar, los CAA y otras organizaciones terroristas», su autor, el historiador Gaizka Fernández Soldevilla, explica los orígenes de la extorsión y la acción contra el mundo empresarial de las ramas «minoritarias» de ETA —es decir, todas menos ETA militar (ETAm)—, que estuvieron activas fundamentalmente en los primeros años de la Transición. Tanto ETA político-militar (ETApm) como los Comandos Autónomos Anticapitalistas (CAA) o Iraultza han quedado oscurecidos por la envergadura y la letalidad de la acción de ETA militar, pero su capacidad de extorsionar y crear terror no fue ciertamente despreciable. Los CAA, por ejemplo, causaron más muertes que la banda Baader Meinhof alemana.


      En opinión del autor, el análisis de la extorsión y de la violencia terrorista contra los empresarios perpetradas por estos grupos pone de relieve la confusión y los solapamientos de unos años marcados por la proliferación de organizaciones con prácticas similares y hasta cierto punto intercambiables. La resultante es un panorama complejo, en el que la violencia forma parte de la vida cotidiana en Euskadi y Navarra. Unos grupos imitan las prácticas de otros, hasta el punto de que se producen hechos tan singulares como la coincidencia en el día, la fecha y casi la hora del atraco a una entidad bancaria. La pertenencia a un tronco común, por imaginario y presupuestos ideológicos, explica estas repeticiones, así como la lógica similitud de los métodos más apropiados para allegar los fondos necesarios que permitiesen el desarrollo de la actividad terrorista.


      El siguiente capítulo, «ETA militar y la extorsión a los empresarios», obra del también historiador Francisco Javier Merino, está dedicado a la organización más importante y longeva, ETAm, que intensifica y prolonga en el tiempo la actividad extorsionadora incorporando estrategias más amplias, en la medida en que añade a la búsqueda de financiación el objetivo de difundir una imagen de organización representante de las clases populares en lucha contra los grupos dominantes que explotan al pueblo vasco. De ahí que se amplíen y perfeccionen tanto el denominado impuesto revolucionario como los secuestros, siguiendo la pauta ya marcada en el periodo franquista. ETAm pretende también erigirse en la vanguardia de la lucha popular contra grandes infraestructuras energéticas o viarias consideradas lesivas para el medio ambiente. Como consecuencia de ello, ETA irrumpe e interfiere en la oposición ecologista a la central nuclear de Lemóniz, prodigando los atentados, varios de ellos mortales. El éxito obtenido al conseguir la paralización de la central, ya preparada para entrar en funcionamiento, será recordado por la organización terrorista a lo largo de toda su existencia. Más adelante, intentó repetir la operación con la autovía de Leizarán, consiguiendo que las autoridades se avinieran a un cambio de trazado; sin las dimensiones de Lemóniz, la marcha atrás de los partidos democráticos sería considerada otro hito para los terroristas y su trama política. Finalmente, la lucha contra el Tren de Alta Velocidad, el TAV, viene a ser un reflejo del declive de ETA. El intento de reproducir los resultados obtenidos en Lemóniz y Leizarán se saldará con atentados y sabotajes que producen enormes daños materiales y con un asesinato, ya en los últimos estertores de ETA, próxima a declarar el alto el fuego definitivo.


      Florencio Domínguez, periodista y director del Centro Memorial de las Víctimas del Terrorismo, en el tercer capítulo, «La financiación del terrorismo en la democracia», estudia las finanzas de ETA y aporta aproximaciones cuantitativas sobre el alcance de la extorsión entre los colectivos afectados. Si bien es posible obtener deducciones significativas a partir fundamentalmente de los documentos incautados por la policía con motivo de la detención de miembros de la cúpula o de los responsables de la economía de la organización, los resultados ofrecidos deben ser acogidos con cautela, dejando un margen a la duda o a la eventual confirmación posterior. Igualmente complicado es realizar un cálculo sobre el número de personas que pudieron haberse visto sometidas al impuesto revolucionario a lo largo de la trayectoria de ETA. Con todo, la disparidad de las cifras en función del territorio y la época muestran que la actividad terrorista no puede analizarse haciendo abstracción del entorno y del impacto de la sociedad en que interviene. Por ejemplo, la mayor resistencia de las víctimas de la extorsión en Álava y sobre todo en Navarra es consecuencia del ambiente menos favorable al mundo del nacionalismo radical en ambos territorios y, fundamentalmente, en el caso navarro, de una firme determinación de los dirigentes empresariales de dotar de apoyos y recursos a las víctimas para poder hacer frente al chantaje.


      En el cuarto capítulo, «Las políticas de seguridad y de intervención policial en relación con la extorsión de ETA», Doroteo Santos, policía y experto en temas de seguridad y policiales, después de exponer algunas cuestiones conceptuales y metodológicas, estudia la evolución de las políticas públicas de seguridad aplicadas frente a la extorsión contra los empresarios. A su vez, en un apartado específico sobre la actuación policial, el autor analiza cuatro grandes etapas que tratan de determinar los posibles cambios experimentados a lo largo del tiempo en ella. En este capítulo se centra el foco de estudio en las fuerzas policiales y solo se tratan aspectos como la evolución histórica de la organización terrorista, la legislación contra su actividad criminal o la perspectiva ética en la medida en que estén relacionados con las políticas de seguridad.


      El siguiente capítulo, «Entre el ser y el deber ser: el extorsionado por ETA ante la justicia», obra del jurista José María Ruiz Soroa, explica el tratamiento jurídico que recibe el fenómeno de la extorsión terrorista, tanto desde la perspectiva teórica como con referencia expresa a la historia del terrorismo de ETA, siempre teniendo presente su sujeto pasivo directo, es decir, al extorsionado. A lo largo de dicha historia, se constata que el Derecho Penal considera el caso concreto de la extorsión dentro de un marco más general, que es el de la persecución de la financiación del terrorismo. Este encuadramiento mostrará de inmediato la peculiar situación jurídica en que se encuentra teóricamente cualquier persona extorsionada por la organización terrorista, puesto que esa persona objeto de extorsión es convertida en contra de su voluntad y de manera simultánea en una víctima efectiva y en un posible delincuente susceptible de ser —por lo menos— investigado por la justicia. Se examina esta dualidad conflictiva tanto a la luz del Derecho Positivo vigente en España durante los años del terror —el «deber ser»—, cuanto teniendo muy en cuenta la realidad histórica que se deduce del material empírico examinado, lo cual lleva a constatar cómo en la historia del terrorismo de ETA se siguió por las instituciones, tanto judiciales como policiales, una conducta práctica que podría calificarse mejor de inhibición que de estricto cumplimiento de la legalidad. Hecho este que es hasta cierto punto llamativo y que, aunque sea tardíamente, puede ser sometido a revisión crítica o, por lo menos, sopesado en su grado de acierto a la vista de sus consecuencias hipotéticas.


      En los tres capítulos finales se trata de arrojar luz sobre un tema poco menos que irresoluble, el coste económico para el País Vasco de la extorsión y la acción de ETA. En ellos se estudia el impacto en la economía de su actividad terrorista global, a la vez que los efectos directos de la amenaza y el chantaje sobre los empresarios. Pasemos a explicarlos.


      En el capítulo sexto, «Vías de transmisión del coste del terror», el profesor de Historia Económica Pablo Díaz Morlán analiza la bibliografía que trata del coste del terrorismo y los principales trabajos sobre el efecto de ETA en la economía vasca. Luego, reflexiona acerca del verdadero alcance de las partidas más relevantes del coste económico de la acción de ETA, en particular, la paralización de la central nuclear de Lemóniz, la deslocalización de empresas y huida de empresarios, la pérdida de oportunidades de inversión extranjera y la ausencia de turismo.


      El mismo autor, en «ETA y la corrupción vasca», se ocupa de una suerte de envenenamiento por ETA de la sociedad vasca mediante la intoxicación de las relaciones individuales en la vida empresarial y política. Esta intoxicación ha provocado la extensión de una forma de corrupción relacionada con el chantaje mafioso etarra que jugaba con el miedo de las personas para alcanzar algún tipo de beneficio político, sindical o meramente económico en la mayor parte de las ocasiones. En el capítulo se indaga sobre las prácticas amenazadoras y sus consecuencias en torno a: las relaciones laborales y sindicales; la ausencia de vocación emprendedora entre los jóvenes vascos, los problemas sucesorios en las empresas y las dificultades para captar talento; la microextorsión impuesta a los comercios y un conjunto de prácticas extorsionadoras relacionadas; y el hipotético empleo de la amenaza de la violencia en las relaciones políticas entre partidos e instituciones…


      En «Cuantificación del coste económico de ETA», sus autores, Pablo Díaz Morlán y el también economista Borja Montaño, intentan medir el impacto de la acción de ETA en la economía del País Vasco. Así, establecen los costes directos ocasionados por la actividad de ETA sobre la economía (cierre de la central de Lemóniz, indemnizaciones, costes laborales y sanitarios, seguridad de los partidos políticos, acción antiterrorista, Consorcio de Compensación de Seguros…), se internan en la discusión sobre la pérdida del Producto Interior Bruto derivada de la actividad terrorista y establecen una comparación entre el País Vasco real y un hipotético País Vasco sin terrorismo o región sintética a partir de otras regiones españolas de similares características económicas. Tras seguir este camino y llevarlo hasta 2011 —año del anuncio de ETA del cese definitivo de su «actividad armada»—, discuten la pertinencia de dicho método comparativo, ponen en duda la idoneidad de la región sintética escogida y proponen una alternativa. Finalmente, optan por un método autorregresivo y concluyen que, tras dos periodos en los que ETA no actuó durante más de doce meses, el País Vasco mejoró respecto a la situación que se habría esperado si ETA hubiese estado activa. Pero también muestran que, incluso con ETA, el País Vasco ha venido aumentando su diferencial de PIB per cápita con respecto al resto de España, sobre todo desde 2003.


      En «Conclusiones», firmado por quien esto escribe, se exponen los principales hallazgos del estudio y posibles nuevas vías a la investigación. Por último, en el epílogo, «Azafrán de Marte», el politólogo Martín Alonso ofrece un cuadro impresionista de los años de plomo desde la óptica de la extorsión. En opinión del autor, el fenómeno de la extorsión se constituye en pieza central para dar cuenta del paisaje sociológico de las décadas ensangrentadas por ETA, porque simboliza el núcleo totalitario de su actividad, el miedo que anegó psicológica, moral, social y políticamente a la sociedad. La extorsión, con su presencia abrumadora para unos e invisible para otros aparece como el sistema vascular del terror. La espiral de silencio que rodeaba la recepción de la carta es su expresión más elemental. La invisibilidad obedece a un proceso de naturalización que es en sí mismo un indicador de la degradación moral que permitió a una parte de la sociedad vivir tranquilamente en una suerte de hipernormalidad acomodaticia. Unos vivieron muy bien, otros se las apañaban para sobrevivir con el miedo en el estómago. Y en la boca. En La carta (1990), Raúl Guerra Garrido le pone sabor al miedo de la extorsión: óxido, herrumbre. Al óxido de hierro lo denominaban los alquimistas azafrán de Marte. Aprovechando las asociaciones literarias, la extorsión es el alambique que transforma el hierro del hacha de los gudaris adoradores de Marte en la palatalidad herrumbrosa del miedo. Para quienes no tenían la suerte de poder evadirse en la pararrealidad.


      Puede y debe haber varios relatos sobre lo ocurrido, pero no es razonable pensar en una suerte de media aritmética de experiencias tan heterogéneas. Al menos mientras no se desmantele el mantra del «conflicto histórico de naturaleza política», la pantalla mental que ha impedido ver una realidad tan a la vista. El estudio del fenómeno de la extorsión resulta por tanto decisivo para reinstaurar el imperio de la verdad.

    

  


  
    
      


      I. La primera ETA, ETA político-militar, los CAA y otras organizaciones terroristas


      GAIZKA FERNÁNDEZ SOLDEVILLA1


      El 7 de junio de 1968 la carretera Madrid-Irún (Nacional I) se encontraba en obras, razón por la que los guardias civiles José Antonio Pardines y Félix de Diego Martínez estaban regulando el tráfico, cada uno en un extremo del tramo afectado. El control de Pardines se situaba a la altura de Villabona (Guipúzcoa). Allí, como parte de la rutina, detuvo sucesivamente a una serie de vehículos. El último de ellos era el automóvil robado en el que viajaban el líder etarra Javier Echevarrieta Ortiz (Txabi) y su compañero Iñaki Sarasqueta. Cuando el agente comprobó que los números de la documentación y del bastidor del coche no coincidían, Txabi tomó una decisión trascendental: disparó a Pardines por la espalda. El policía se desplomó y, una vez en el suelo, Echevarrieta lo remató.2 El asesinato de Pardines inauguraba la estrategia de acción-reacción-acción que ETA (Euskadi ta Askatasuna, Euskadi y Libertad), había teorizado en su IV Asamblea (1965). Unas horas después la espiral que había puesto en marcha se llevó por delante la vida del propio Txabi en un confuso tiroteo que se entabló con miembros de la Guardia Civil en Benta Haundi (Tolosa, Guipúzcoa). El 2 de agosto un comando de ETA asesinó al comisario Melitón Manzanas, jefe de la Brigada Político-Social de San Sebastián. El régimen franquista reaccionó con una represión torpe y brutal, que los etarras utilizaron como justificación para cometer nuevos atentados terroristas.3


      Desde aquel verano de 1968 hasta hace relativamente poco ETA ha condicionado de manera muy negativa la historia reciente de España en general y del País Vasco y Navarra en particular. Txabi y sus compañeros habían lanzado una bola de nieve por la pendiente que, cuanto más rodaba, más crecía, hasta tomar forma de alud. Tanto que la banda se erigió en el más peligroso obstáculo para la estabilización y el desarrollo de la democracia.4 Conviene resaltar algunas cifras, tan dramáticas como irrebatibles. Raúl López Romo ha calculado que el saldo final del terrorismo etarra arroja un total de 845 víctimas mortales, un mínimo de 2.533 heridos (de ellos 709 con gran invalidez), 15.649 amenazados (en el periodo 1968-2001; en 2002 había casi un millar de personas con escolta) y un número desconocido de exiliados forzosos y damnificados económicamente.5 Pero detrás de cada víctima directa hay muchas víctimas indirectas: familiares, amigos, testigos del crimen… Los números y las estadísticas son insuficientes. Además, como ha escrito José Antonio Pérez, «el dolor y el miedo que se han vivido en este país son imposibles de medir y forman ya parte de nuestro propio patrimonio inmaterial. Una pesada losa con la que cargamos, que cuestiona a toda una sociedad sobre su comportamiento durante aquellos años».6


      Entre las víctimas de ETA hay un considerable número de banqueros, empresarios, directivos y profesionales liberales. Todos ellos se han visto golpeados de formas diferentes por el terrorismo. Baste como muestra un botón. De acuerdo con la obra Vidas rotas, 33 de las víctimas mortales de ETA eran hombres de negocios, 55 eran empleados cualificados y 50 eran autónomos.7 Y, según los datos de Raúl López Romo,8 el 11,7 por ciento de las personas sobre las que la banda ha recabado información entre 1968 y 2001 pertenecían a las mencionadas categorías. El único colectivo que les supera en número de amenazados es el de afiliados al Partido Popular: un 24 por ciento del total. ¿Cómo, cuándo y por qué ha atacado el terrorismo al mundo empresarial? A lo largo del presente trabajo se realizará una aproximación a dicho fenómeno atendiendo a dos factores. Por un lado, a la perspectiva histórica, imprescindible para hacer un análisis profundo y riguroso de la violencia terrorista contra este sector. Por otro, al estudio singularizado de los casos de la primera ETA (la anterior al cisma de 1974), ETApm (ETA político-militar), los CAA (Comandos Autónomos Anticapitalistas) y una serie de grupúsculos de menor relevancia. El caso de ETAm, la rama más longeva y mortífera, merece un capítulo específico.9


      OBJETIVOS Y TIPOLOGÍA DE LA VIOLENCIA CONTRA EL MUNDO EMPRESARIAL


      Después de ser golpeadas por la acción etarra, muchas de las víctimas del terrorismo se han hecho una pregunta: ¿por qué? Nunca tendremos una respuesta realmente satisfactoria a tal interrogante. Desde luego, no existe ninguna legítima. No lo son las justificaciones que los propios terroristas escribieron en sus comunicados, que solo reflejan su visión distorsionada de la realidad. No obstante, leyendo atentamente la documentación de ETA se pueden deducir las razones que impulsaron a sus líderes a adoptar una u otra táctica. Desde esa perspectiva, la de la lógica de la propia banda, encontramos dos motivaciones diferentes para los atentados contra el sector empresarial. Por una parte, el afán de los etarras de ejercer el papel de justicieros del «pueblo trabajador vasco». Por otra, su mucho más prosaica necesidad de financiarse. Empezaremos con esta última cuestión.


      Durante siglos, los antiguos alquimistas se dedicaron a la búsqueda de la piedra filosofal que, supuestamente, les iba a permitir transformar el plomo en oro. ETA hizo justo lo contrario: convirtió el oro en plomo, es decir, en explosivos, armas de fuego y balas para perpetrar sus atentados. La práctica de esta alquimia inversa requería de grandes cantidades de dinero, del que los etarras en un principio carecían. ¿Cómo hacerse con él? En un primer momento dependían de la generosidad de sus simpatizantes, pero llegó el día en que los donativos resultaron insuficientes. Los miembros de la organización se decantaron entonces por arrebatar la riqueza a aquellos que la poseían en mayor o menor medida. Como reconoció uno de los dirigentes de ETA,10 para que Txabi Echevarrieta tuviese un gatillo que apretar el fatídico 7 de junio de 1968 fue imprescindible que un año antes el grupo hubiese cometido tres atracos con éxito. Los cerca de doscientos asaltos a bancos, empresas y otro tipo de entidades, incluyendo alguna como la Hermandad de Labradores de Tudela,11 han proporcionado a las distintas ramas de ETA un cuantioso botín.12 Se trató de una de sus principales fuentes de ingresos hasta principios de los años ochenta. Pero no la única, ya que, además de los robos, el expolio de la organización terrorista ha tomado otras dos formas: el chantaje económico y los secuestros. Como recordaba el presidente de la patronal navarra, José Antonio Sarría, los empresarios han sido «la gallina de los huevos de oro de ETA».13


      A principios de la década de los setenta Los Cabras inventaron lo que posteriormente sería conocido como el impuesto revolucionario,14 eufemismo bajo el que se camuflaba la extorsión sistemática a industriales, ejecutivos y profesionales liberales. ETApm, los CAA y ETAm no tardaron en copiar y perfeccionar el sistema, que le resultó especialmente lucrativo a esta última banda. Se estima que más de 10.000 empresarios fueron sometidos a chantaje económico.15 Mas, como rememoraba José Guillermo Zubia, exsecretario de la Confederación Empresarial Vasca (Confebask), fue «más que un problema de cartas».16 Y es que, con el fin de amedrentar a todo el colectivo y asegurarse la recaudación del «impuesto», ETA cometió casi un centenar de atentados contra aquellos que se resistieron a pagar o que denunciaron el chantaje económico al que eran sometidos. Algunos de ellos fueron asesinados.17


      En otro orden de cosas, desde que el 30 de octubre de 1970 los etarras tomaran como rehén a José Ángel Aguirre para que les abriese la caja fuerte de la sucursal bancaria de la que era director,18 las diferentes ramas de ETA han raptado a un total de 86 personas (sin contar los secuestros exprés). De acuerdo con la base de datos elaborada por Francisco J. Llera y Rafael Leonisio,19 «la mayoría de los secuestros (51 por ciento) tuvieron una motivación económica, es decir, se buscaba el cobro de un rescate (en la mayoría de los casos) o bien la apertura de alguna caja fuerte de un banco». Fueron más comunes los del primer tipo, en los que ETA se valía de la amenaza de muerte para que las familias de sus víctimas pagaran fuertes sumas de dinero. Llera y Leonisio resaltan que, además de su afán recaudatorio, en ocasiones los «secuestros económicos» servían indirectamente como «aviso» o «mecanismo intimidatorio para aquellos empresarios que eran reticentes a pagar la extorsión terrorista». Florencio Domínguez20 estima que los etarras han recaudado de esta forma entre 6.086 y 6.416 millones de pesetas (entre 103 y 106 millones de euros de 2016) mientras que Llera y Leonisio21 fijan la cantidad en 6.420 millones de pesetas (106 millones de euros). De cualquier modo, hay un dato del que no cabe duda alguna. Tres de los empresarios raptados por ETA fueron asesinados por sus captores al no satisfacerse el rescate exigido: Ángel Berazadi en 1976, Javier de Ybarra en 1977 y Francisco Arín Urcola en 1983. Otro más, Luis Manuel Allende Porrúa, murió unos meses después de su liberación, debido a una enfermedad relacionada con su cautiverio.


      Amén de por razones estrictamente económicas, ETA también ha secuestrado a empresarios y directivos con la intención de forzar determinado resultado en conflictos laborales (el 19,8 por ciento de los casos) y sociales (el 5,8 por ciento).22 De tal manera pretendía respaldar las demandas (y en el fondo suplantar el papel) de los sindicatos y los movimientos sociales. En la mayor parte de las ocasiones dichas personas eran liberadas tras recibir uno o dos tiros en las rodillas. Se trató del modus operandi más característico de ETApm. Sin embargo, no hay que olvidar que este tipo de secuestros también ha dejado víctimas mortales, como Luis Hergueta en 1980 y José María Latiegui en 1981, este último asesinado por los CAA.


      Idéntico deseo de presentarse como un altruista «Robin Hood» que lucha contra las injusticias sociales, expresión utilizada por diversos autores,23 ha llevado a ETA a desarrollar campañas contra determinados proyectos, compañías, infraestructuras y sectores estratégicos. A veces, al perjudicar al tejido económico, lo que buscaba la banda era presionar indirectamente a las instituciones democráticas, pero los auténticos damnificados siempre fueron las empresas, sus propietarios y los trabajadores, así como la ciudadanía en general, que de una u otra manera tuvo que sufragar los gastos generados por el terrorismo. Se calcula que ETA ha realizado 19 atentados en el marco de distintos conflictos laborales hasta 1984 (con el resultado de 2 víctimas mortales), 300 en la campaña contra Iberduero y la central nuclear de Lemóniz (5 víctimas mortales), 18 contra la construcción de la autovía de Leizarán (3 víctimas mortales), 320 contra intereses franceses (23 víctimas mortales), 225 contra el turismo (7 víctimas mortales) y 5.113 ataques de kale borroka (violencia callejera) contra empresas entre los años 1991 y 2013.24


      ANTECEDENTES HISTÓRICOS


      Dos de los rasgos distintivos de la doctrina del primer Sabino Arana fueron su tajante rechazo a la industrialización de Vizcaya y su animadversión hacia la alta burguesía que se había enriquecido gracias a las minas de hierro, los altos hornos, los astilleros y la banca, desplazando del poder político a familias como la suya.25 Como señala José Luis de la Granja,26 el antiindustrialismo de Sabino estaba motivado por su tradicionalismo, «el hecho de que los grandes industriales vizcaínos fuesen los caciques liberales y conservadores, sus enemigos políticos, y las consecuencias sociales y demográficas de la revolución industrial, en especial la oleada migratoria proveniente de las regiones del norte de España». De estos tres elementos el principal era su antimaketismo, o sea, su odio a los inmigrantes, a los que denominaba despectivamente maketos y consideraba miembros de una raza inferior a la vasca, cuya pureza se vería amenazada por la presencia de tales enemigos internos disolventes. La relación de causalidad que Sabino Arana establecía entre el desarrollo económico de Vizcaya, la «invasión maketa» y la degeneración de la nación vasca le hizo pedir a Dios que «se hundan en el abismo y desaparezcan sin dejar huella todas sus minas. Fuese pobre Bizkaya y no tuviera más que campos y ganados, y seríamos entonces patriotas y felices».27


      Ahora bien, aquel inicial antiindustrialismo tuvo un corto recorrido en la historia del PNV (Partido Nacionalista Vasco). El propio Sabino experimentó una «evolución industrialista» a partir de 1898,28 como prueban sus inversiones en la Compañía Minera Abertzale, propiedad del naviero Ramón de la Sota Llano, con minas en Navalmoral de la Mata (Cáceres). Aquel cambio vino parejo al progresivo pragmatismo del fundador de la formación jeltzale (partidaria del lema Jaungoikoa eta Lagizarra, Dios y Ley Vieja) y a la entrada en esta del influyente grupo euskalerriaco de Sota (corriente moderada y autonomista del nacionalismo vasco), que le prestó prestigio social, financiación y la plataforma mediática del semanario Euskalduna, gracias a los cuales en 1898 Arana resultó elegido diputado provincial de Vizcaya por Bilbao. A partir de ese momento, el PNV, cuya base sociológica era interclasista, optó por el posibilismo en el plano político-institucional y la neutralidad en el social.


      La orientación cada vez más moderada, gradualista y autonomista del partido tras la muerte de su fundador no satisfizo a los abertzales (patriotas) más extremistas, jóvenes exaltados la mayoría de las veces, que reclamaron el retorno a la ortodoxia aranista, incluyendo, hasta cierto punto, alguna variante del antiindustrialismo. Fue el caso de las dos escisiones radicales del PNV lideradas por Eli Gallastegui, Gudari (Soldado o Guerrero), y apoyadas a posteriori por Luis Arana, hermano de Sabino: Aberri (Patria) en la década de 1920 y Jagi-Jagi (Arriba-Arriba) durante la de 1930.29


      Aberri (1921-1930) supuso el abandono de la línea autonomista y la vuelta al secesionismo y al aranismo más intransigente, encarnado en su líder carismático, Gudari. Pese a la ortodoxia ultranacionalista que abanderaba, alguno de los artículos del propio Gallastegui dejaba traslucir una inusitada preocupación por las condiciones de vida de los trabajadores autóctonos, así como, en expresión de Ludger Mees,30 «una crítica social pequeñoburguesa» con cierto tinte obrerista contra los grandes capitalistas, culpables de los pecados del egoísmo y la avaricia. La perspectiva de Gudari era humanista y cristiana. En ningún caso estaba cerca del socialismo, razón por la que nunca atacó a los fundamentos del sistema económico, sino solo a sus excesos. En realidad, Gallastegui aspiraba a una especie de capitalismo con rostro humano para Euskadi. De cualquier manera, el posicionamiento de Gudari era minoritario en Aberri, cuyo programa, que había sido redactado por el ultraconservador Luis Arana en 1922, confirmaba el «neutralismo social» de la formación.


      La pésima situación socioeconómica derivada de la depresión de los años treinta y la conflictividad obrera sirvieron a la segunda escisión radical del PNV, Jagi-Jagi (1933-1978), para vincular en sus publicaciones a los inmigrantes con la crisis y el creciente paro. De este modo, los ultranacionalistas culparon al «capitalismo vasco», tachado de «egoísta», «antivasco» y «españolista», de ser la causa de la «invasión» de los maketos, quienes, además de contaminar la raza, estaban robando los puestos de trabajo a los autóctonos. En consecuencia, los jagi-jagis exigían una «¡Euzkadi para los vascos!»: los empresarios y las administraciones públicas debían reservar las plazas vacantes a los vascos racialmente puros. De igual manera, había que potenciar tanto la compra de productos «nacionales» como el boicot a los productos «españoles». Como colofón, se sugirió redactar una «lista negra» con los nombres de los propietarios «vascos degenerados» que no contrataban preferentemente a sus «compatriotas», quienes serían boicoteados.31 Las amenazas de Jagi-Jagi contra el «capitalismo» fueron verbales y no llegaron a materializarse. Y, desde luego, no estaban inspiradas en ningún tipo de doctrina marxista. En palabras de uno de sus dirigentes más destacados, Trifón Echebarria (Etarte), «se nos ha achacado como de enemigos del capital, gran error; no odiamos al capital, no; lo que odiamos es el capitalismo, es decir, el abuso o mal uso del capital, y este odio al capitalismo, lo tenemos refrendado en las encíclicas de los Papas».32


      La Guerra Civil (1936-1939) terminó con la victoria de los sublevados contra el gobierno republicano, la instauración de la dictadura franquista y el consiguiente exilio, cárcel o clandestinidad de quienes habían pertenecido al bando derrotado. Los jagi-jagis prácticamente de-saparecieron de escena. No así su particular «anticapitalismo», que heredaron algunos de los sectores más extremistas del nacionalismo vasco. Con una significativa diferencia. Si durante la Segunda República la percepción negativa de la burguesía vasca se cimentaba en la doctrina social de la Iglesia católica, después de la contienda las críticas provinieron de la indignación que provocaba la prosperidad de esta clase, incluso la de ideología abertzale, que se estaba beneficiando de la «paz social» impuesta por el régimen dictatorial. Así, en un ejemplar de la revista Azkatasuna,33 de las juventudes del PNV, se reprobaba al patrono que, pese a considerarse contrario al franquismo, se aprovechaba de sus resortes para enriquecerse explotando «en sus fábricas a tantísimas familias vascas […]. Tras la expulsión de los enemigos de fuera se impondrá la expulsión de los enemigos de dentro. Tras los fascistas, los dineristas». En otro número de aquel órgano se advertía «contra todos ellos, sin distinción de etiquetas, exigimos justicia».34


      La idea de que los empresarios abertzales habían traicionado sus principios, lucrándose gracias al régimen, era compartida por los grupúsculos ultranacionalistas de exiliados que, recogiendo el testigo de Jagi-Jagi, se crearon en México, Argentina y Venezuela. Precisamente en Caracas se publicó un manifiesto, firmado por disidentes radicales del PNV y algunos abertzales sin partido, que proponía, entre otras cosas, formar un nuevo «Gobierno Nacional Vasco» que estableciese «la contribución obligatoria de todos los vascos del interior y del exterior y las sanciones por incumplimiento como reos de alta traición».35 Los extremistas veteranos se agrupaban alrededor de revistas como la argentina Tximistak (1961-1967), la mexicana Euzkadi Azkatuta (1956-1965) y las venezolanas Irrintzi (1957-1962), Frente Nacional Vasco (1960/1964-1968) y Sabindarra (1970-1974). Su figura más destacada era Manuel Fernández Etxeberria, Matxari,36 para quien «los burgueses o capitalistas vascos» eran «los enemigos internos más peligrosos que padece nuestra Patria avasallada», ya que auspiciaban la «invasión de Euzkadi de la que eran comparsa los maketos». De tal manera, los vascos estaban siendo «víctimas del genocidio de España; pero esta se sirve de la sumisión que le rinden los capitalistas vascos, ampliamente compensados del ejército antivasco, con un trato de favor». Por consiguiente, la burguesía «un día u otro tendrá que rendir cuentas de todas sus tropelías». Aquellos abertzales intransigentes nunca cumplieron sus amenazas, aunque el tono cáustico que empleaban en sus publicaciones refleja los profundos prejuicios contra el empresariado que habían cristalizado en un sector del nacionalismo vasco. Tal legado no fue lo único que ETA heredó de Matxari y sus seguidores, ya que estos respaldaron a la nueva organización desde sus comienzos, tanto política como económicamente, recogiendo dinero por medio del Consejo de Contribución a la Resistencia Vasca y Ayuda Patriótica Vasca.37


      La hipótesis de que la violencia de ETA contra el sector empresarial hunde sus raíces en los prejuicios antiindustrialistas de Sabino Arana puede resultar tentadora, pero asumirla de manera acrítica sería caer en el error contra el que ya advirtió el historiador Marc Bloch: el «ídolo de los orígenes». Lejos de simplificar el fenómeno, este breve apartado solo pretende constatar que la facción más radical del nacionalismo vasco ya había mostrado cierta aversión hacia la industria y sus propietarios mucho antes de la aparición de ETA, aunque hasta entonces las amenazas nunca se habían materializado.


      Aparte de aquella inercia, en la actitud de ETA hacia el empresariado confluyó otro factor más cercano en el tiempo: su acercamiento al marxismo-leninismo, doctrina que considera que la burguesía explota al proletariado en su propio beneficio y, por tanto, es el principal enemigo de este. Ahora bien, los etarras no adoptaron la ortodoxia marxista, sino una variante de la misma. Siguiendo el modelo de los movimientos anticolonialistas del Tercer Mundo (Palestina, Chipre, Argelia, Vietnam, Cuba, África subsahariana, etc.), los cuales se inspiraban en la «guerra revolucionaria» de Mao Tse-Tung, la obra de Frantz Fanon Los condenados de la tierra (1961) y el «foquismo» de Ernesto Che Guevara, ETA acabó adoptando el tercermundismo.38 Tal versión del socialismo aceptaba a la «burguesía nacional» como eventual compañera de viaje de la emancipación del proletariado indígena, pero mantenía una postura muy agresiva contra la «oligarquía», es decir, contra los estratos sociales más altos de la nación colonizada, a la que se acusaba de colaborar con la metrópoli. Basten como muestra dos botones tempranos. El primero, un artículo de Zutik,39 de acuerdo con el cual la descolonización de Euskadi había de comenzar «por los de casa». Se trataría de «la fumigación del capitalismo reaccionario en que, a modo de vergonzante compensación por tanta descomposición patriótica y tanta depauperación cívica como nos ha reportado la tiranía hispana, ha cristalizado el utilitarismo de nuestro pueblo». El segundo ejemplo es un fragmento extraído de Vasconia (1963), la obra de Federico Krutwig40 que introdujo los principios teóricos del tercermundismo en ETA:


      En Euskaria se formó una casta burguesa españolizante que, desarraigada en el país, nada tiene que ver con Vasconia, por más que lleve muchos apellidos vascos. Esta clase opresora, por su origen es racial vasca, pero por sus sentimientos es española y es enemiga del pueblo vasco, del que se separa étnicamente. De esta forma queda el pueblo vasco rebajado a proletariado, a clase oprimida.


      ETA recibió la influencia doctrinal del nacionalismo vasco radical, del marxismo-leninismo y de los movimientos anticoloniales, mezcla que pudo servir de inspiración parcial a la violencia que la banda ejerció contra el empresariado y que los etarras no dudaron en utilizar como justificación del impuesto revolucionario, vistiendo con vistosos ropajes teóricos lo que no era más que pura y simple extorsión. No obstante, al igual que ha ocurrido con otras organizaciones terroristas, la principal causa de los ataques de ETA contra el sector empresarial no reside en el plano de las ideas, sino en sus necesidades económicas.


      LA PRIMERA ETA (1958-1967)


      Ekin (Hacer) fue un colectivo formado en 1952 por universitarios que, considerando al PNV un partido pasivo, inoperante e incluso caduco, habían redescubierto el nacionalismo vasco en su versión más extremista. Estos jóvenes pretendían tomar el relevo de los gudaris que habían sido derrotados en la Guerra Civil, la cual interpretaban como la enésima invasión española que había sufrido Euskadi. Su horizonte era constituir un estado vasco independiente y monolingüe (en euskera), compuesto por Vizcaya, Guipúzcoa, Álava, Navarra y el País Vasco francés. Después de ensayar una efímera convergencia con las juventudes del PNV, la militancia de Ekin decidió crear una nueva organización a finales de 1958, ETA, que se presentó públicamente en el verano del año siguiente. Desde su nacimiento, el grupo contó con una rama de acción (luego frente militar): sus primeras acciones reivindicadas datan de 1961.41 La nobleza del fin justificaba cualquier medio. Así, tras un breve debate, los etarras se posicionaron a favor de la violencia como método para lograr sus objetivos políticos. Es evidente que lo hicieron estimulados por una serie de condicionantes: una doctrina ultranacionalista que les impulsaba al odio, el deseo de emular a los gudaris de la Guerra Civil, un contexto de oportunidad favorable, el de la represora y centralista dictadura, y el influjo internacional de los exitosos movimientos anticoloniales del Tercer Mundo. Ahora bien, lo que dio comienzo a la espiral de violencia en el verano de 1968 no fueron ni las circunstancias ni un supuesto conflicto secular entre vascos y españoles, sino la voluntad consciente de la dirección de ETA y del propio Txabi Echevarrieta.42


      Empero, volviendo a la alquimia inversa, los etarras tardaron años en conseguir el dinero necesario para emprender la vía de la violencia. Hasta que ETA fue capaz de autofinanciarse por medio de los atracos a mano armada, la organización se nutrió de las suscripciones de sus miembros y los donativos de sus simpatizantes. Según el primer informe policial que menciona a la organización, fechado en agosto de 1961, las cotizaciones de los etarras ascendían a entre 3 y 5 pesetas semanales (entre 0,67 y 1,11 euros actuales).43 Tal fuente era insuficiente. Al respecto es ilustrativo el trabajo «Hacia una estrategia revolucionaria vasca» del entonces dirigente de ETA José Luis Zalbide (K. de Zunbeltz):


      Hasta 1964 inclusive, la ayuda recibida del pueblo era tan pequeña que ni siquiera las pequeñas necesidades de entonces podían ser cubiertas. Partida importante de los ingresos, en aquella primera época, era la constituida por las cuotas de los propios militantes, lo cual da idea de la escasez de recursos.44


      Ahora bien, antes de 1964 ETA también recaudaba el dinero de manera directa, por medio de la visita de sus representantes. A decir de uno de ellos, Juan José Etxabe, «comenzamos a preparar listas de gente con posibilidades y, por la cara, les pedíamos dinero […] siempre pedíamos a gente del Partido [PNV] o gente más o menos nacionalista o vasca».45 Gracias al órgano de expresión de ETA, conocemos el funcionamiento del sistema, que era bastante sencillo: los delegados de la organización se presentaban ante los propietarios de negocios o sus directivos, a priori solo los de ideología abertzale, y, tras informarles de sus actividades y sus apremiantes necesidades, les solicitaban apoyo financiero.


      Presuntamente tales donativos eran voluntarios, pero se registra cierta ambigüedad al respecto desde los mismos orígenes de esta práctica, lo que nos hace preguntarnos hasta qué punto era así. Ya en las páginas del primer Zutik de Caracas, en 1960, se había anunciado que uno de los objetivos de la publicación era reclamar de todos los vascos «su aportación decidida, en todos los campos y, singularmente, en el económico». En otro posterior46 se podía leer este consejo dirigido al empresario nacionalista: «Cuando nuestros agentes te visiten, les darás no solo tu aporte personal, sino la orientación para que visiten a más. Será tu impulso para que la obra siga. Y Euzkadi arreciará su paso». Igualmente, los etarras prevenían a sus lectores de que, «si entre los visitados alguno no es patriota vasco puede negarse a contribuir. Pero no olvide que la delación se paga con la muerte». No parece casualidad que en ese mismo número se denunciara a un tal Andrés por haberse negado «jactanciosamente a dar dinero para la resistencia. Ha sido, hasta el presente, el único patriota que ha negado su aportación a los recaudadores de la Resistencia Vasca». Incluso se publicaba la dirección de su domicilio en Bilbao, lo que más adelante se había interpretado como una seria amonestación. En aquel momento solo se trataba de enfatizar el mensaje.


      Dos años después el órgano de expresión de ETA conminaba a que «todo vasco ingrese en la Resistencia. Destine gran parte de su tiempo, iniciativas, dinero, al logro que tenemos en común». Había que «ir tomando posiciones. Por o en contra. Ya se acabaron los certificados de patriotismo. Patriota es aquel que está luchando en la Resistencia o colaborando con ella».47 La misma sentencia se repetía en otro boletín: «El que no colabora con la Resistencia es un traidor, y como tal será tratado». Por si había dudas de lo que aquellas palabras significaban, el texto venía acompañado por el decálogo del «resistente», una de cuyas obligaciones consistía en aportar «ayuda económica a la Resistencia Vasca, y a las familias de los detenidos».48


      Las amenazas contra los empresarios remisos a contribuir a la causa ultranacionalista se hicieron explícitas en 1964, año que el Comité Ejecutivo de ETA inauguró con un «Manifiesto»49 en el que se ordenaba que «todos contribuirán con dinero, cada cual conforme a sus posibilidades» por medio de un «Consejo Nacional de Contribuciones» que iba a entrar «en funciones en plazo breve». «Son abertzales los que colaboran con la Resistencia Vasca. Los que se oponen a ella o la boicotean serán barridos». Ese año se celebró la III Asamblea de ETA, en la que fue aprobada la ponencia «La insurrección en Euzkadi»50 de Julen Madariaga, quien, al igual que había hecho Federico Krutwig en Vasconia, proponía la creación de «jerarquías paralelas» a las españolas para imponer la legalidad de facto de la organización. Una pieza clave de tal engranaje debía ser la recaudación de «impuestos». Tales veleidades paraestatales tuvieron su reflejo en un par de elocuentes artículos publicados en la revista de ETA. «Si el opresor nos exige pagar las contribuciones que quiere, nosotros estamos obligados a comprender que tenemos que contribuir a la Resistencia Vasca, con nuestro dinero y el de nuestras sociedades». A renglón seguido se denunciaba a Concha Goiri por haberse negado a colaborar económicamente con los etarras, a pesar de su condición de «riquísima, millonaria» y de ser considerada abertzale.51 La misma amonestación recibió un tal Iñaki, al que delegados de ETA habían pedido fondos en dos ocasiones sin ningún resultado. Aquel empresario, se observaba, no había mostrado ningún reparo en pagar sus impuestos a la Hacienda española. «Tú solo apoyas a los que te aterrorizan. Lo tendremos en cuenta en nuestra visita de mañana. No somos nosotros los violentos, sino tú. Te pediremos dinero bajo amenaza; y si no das lo suficiente, la cumpliremos».52


      Pese a la coacción que transmitían aquellos textos, todavía faltaban años para el establecimiento del impuesto revolucionario. Según Etxabe, «naturalmente, recibimos de todo: portazos, amenazas… y esto ya nos obligó a ir armados. Alguno del Partido intentó coger el teléfono para avisar a la policía».53 Todo parece indicar que se trató de un ensayo fallido, aunque tampoco se puede descartar que, como apuntaba Garmendia,54 los etarras estuvieran tratando de «buscarle las cosquillas a la propia familia», esto es, al PNV. Fuera o no fuera tal su pretensión, lo cierto es que, gracias a la actuación de la justicia francesa, el experimento de la cúpula de ETA acabó en desastre.


      En 1964 Ramón de la Sota Mac Mahon, nieto de Ramón de la Sota Llano e influyente empresario y político vinculado al PNV, que se había exiliado en Biarritz (País Vasco francés), denunció a los líderes etarras Julen Madariaga y Eneko Irigarai por extorsión y coacción: le habían rajado las ruedas de su automóvil al negarse a donar fondos a ETA.55 La organización tenía una versión distinta de los hechos. En un artículo se señalaba que Sota «se contaba entre nuestros colaboradores financieros por propia decisión suya. No solo eso, sino que quiso que sus dos hijos fueran incorporados a ETA, tras un periodo de formación. Las cosas se desarrollaban normalmente cuando el Sr. Sota dio un brusco cambio, sin razón alguna». El texto terminaba sentenciando que «de-senmascarar traidores en nuestra propia casa es la cosa más desagradable y dolorosa para un patriota».56 Las acusaciones de «traición» contra Sota, en las que no faltó alguna amenaza, se reprodujeron en la prensa ultranacionalista del exilio.57


      ETA se enfrentaba a un grave riesgo, el del desprestigio. Por esa razón el grupo aclaró que no había pasado de las palabras intimidatorias a los hechos. «ETA se nutre de la aportación voluntaria de sus militantes y simpatizantes. No puede en esta primera fase permitirse el lujo de una contribución obligatoria a todos los ciudadanos. No estamos en ello. Y comprendemos que por ahora uno es libre de cotizar a la organización de sus preferencias».58 Dicho de otro modo, la extorsión había sido postergada, pero solo «por ahora».


      A pesar de aquellas explicaciones y de la campaña de propaganda contra Sota, para la cúpula de ETA el daño ya estaba hecho. En octubre de 1964 la policía francesa registró las oficinas de la empresa Ikar, que estaba a nombre de Irigarai, y encontró una pistola, propaganda de la banda y documentación robada. Aquellas pruebas sirvieron para encausar a Madariaga e Irigarai.59 El veredicto de ese juicio se vino a sumar al de otro proceso abierto anteriormente. Como consecuencia de ambos, entre finales de 1964 y principios de 1965 las autoridades francesas expulsaron de los departamentos fronterizos con España a cuatro de los fundadores de ETA: José Luis Álvarez Enparantza (Txillardegi), Benito del Valle, Julen Madariaga y Eneko Irigarai.60


      Como era de prever, el episodio supuso un nuevo motivo de desconfianza entre ETA y el PNV.61 Al mismo tiempo hubo una secuela inesperada que, a la postre, tuvo una repercusión crucial en el devenir de la organización. La obligada ausencia de la vieja guardia creó un vacío de poder en ETA, que llenaron dos jóvenes dirigentes que residían al otro lado de la frontera, en España: José Luis Zalbide, referente de la línea tercermundista, y Patxi Iturrioz, cabeza de la corriente obrerista. Su impronta quedó patente en la IV Asamblea (1965), en la que ETA optó por el modelo de la «guerra revolucionaria» basada en la espiral de acción-reacción-acción: provocar, mediante sus atentados, una represión indiscriminada por parte de la dictadura que incitase a la sublevación de la acomodaticia población vasca. Por otra parte, en la citada asamblea se aprobó la «Carta a los intelectuales», que sumaba la construcción de una sociedad socialista a los tradicionales objetivos de ETA: el monolingüismo en euskera, la independencia de Euskadi y la anexión de sus territorios limítrofes.62 Ahora bien, el suyo era un socialismo sui géneris. Como años después reconocía Teo Uriarte «era un marxismo cogido con pinzas: me gusta esto de Lenin y lo cojo, y no me gusta Marx y lo dejo».63 En cualquier caso, la «Carta a los intelectuales» ponía en la diana de ETA a la «alta burguesía vasca» por haber colocado «a los vascos bajo el control político del Estado español», facilitando la imposición del «españolismo» como «un medio más de consolidar el sistema» que le beneficiaba económicamente.64


      De acuerdo con Zutik,65 la IV Asamblea marcó un punto de inflexión respecto a la hasta entonces paupérrima financiación de ETA. «En 1965 la ayuda popular a ETA mostró un poderoso impulso principalmente en cuanto a lugares de cobijo y dinero», reconocía José Luis Zalbide tres años después. «Gracias a estos medios pudieron empezar a cubrirse las necesidades más urgentes, que en aquel tiempo representaban la subsistencia de los militantes “liberados”, los desplazamientos y el papel de imprimir».66 Aunque con muchas limitaciones. En septiembre de 1965 el propio Zalbide le había confesado a Xabier Zumalde (El Cabra), responsable del frente militar: «Tengo más hambre que un perro… hoy solo he comido dos croquetas y nada más. Esto va muy mal y así no podemos seguir».67


      Es probable que la mejora en las finanzas de ETA estuviese relacionada, entre otros factores,68 con la creación del ya mencionado Consejo de Contribución a la Resistencia Vasca en América Latina en 1964, que sería complementado con la fundación de Ayuda Patriótica Vasca en 1967 y de Anai Artea (Entre Hermanos) en 1969. No obstante, esas fuentes de ingresos todavía no eran suficientes como para permitir la ampliación de la infraestructura de la banda y la captación de nuevos militantes. Tampoco los liberados mejoraron sus condiciones de vida. Mikel Azurmendi,69 que ocupó dicha posición de marzo a junio de 1967, cuenta que a menudo dormía en el monte y que durante ese tiempo solo recibió 500 pesetas (unos 70 euros actuales) y un automóvil. Se vio obligado a vivir de sus ahorros. La organización carecía del dinero necesario para embarcarse en la tan ansiada «guerra revolucionaria» que había sido teorizada en la IV Asamblea. Hacía falta más oro para conseguir plomo, esto es, armamento.


      De manera un tanto temeraria, el Comité Ejecutivo de ETA anunció públicamente sus planes con un comunicado: «En razón del aumento de necesidades inherentes a la presente etapa, se comenzará a efectuar, en determinadas circunstancias, e independientemente de la ayuda popular, la requisa de medios necesarios a la lucha revolucionaria».70 En pocas palabras, ETA iba a robar. Según la división de funciones establecida en la IV Asamblea, una acción de tal naturaleza debería haber sido llevada a cabo por la sección militar de Xabier Zumalde, pero este se excusó alegando motivos laborales, así como la conveniencia de planificar la operación con más tiempo, por lo que la Oficina Política decidió actuar por su cuenta y riesgo. El 24 de septiembre de 1965 un comando extremadamente torpe (solo uno de sus miembros se había acordado de llevar pistola) atracó al cobrador del Banco de San Sebastián en Vergara (Guipúzcoa). Resultó un auténtico fiasco, ya que el robo se había realizado antes de que la víctima realizase su ruta: el botín ascendía a letras de pago (inservibles) y 2,75 pesetas (0,44 euros de 2016). Para más inri, tras tan poco memorable acción, José Luis Zalbide tuvo un accidente de tráfico y fue ingresado en un hospital, donde lo detuvo la Guardia Civil.71


      Una vez más, los problemas de financiación del grupo iban a tener tangibles efectos sobre su evolución. Y es que la caída de Zalbide y la consiguiente huida de otros líderes etarras permitieron que Patxi Iturrioz tomara las riendas de ETA en solitario. Su primacía supuso la ruptura del inestable equilibrio anterior entre las diferentes tendencias de la organización.72 Iturrioz impulsó un giro a la izquierda de ETA, reemplazando su «nacionalismo burgués» por un nuevo «patriotismo obrero». De igual manera, propugnó un frente de clase opuesto a toda la burguesía vasca, sin distinciones. El enfoque cada vez más socialista de los Zutik soliviantó a la militancia etarra de tendencia más nacionalista.


      Por un lado, el frente militar comandado por Xabier Zumalde se escindió de la organización para formar los autodenominados Grupos Autónomos de ETA, más conocidos como Los Cabras.73 Por otro lado, las corrientes tercermundista y etnonacionalista de ETA, actuando bajo la batuta de Txillardegi, orquestaron una campaña de difamación contra Iturrioz y sus partidarios, que fueron acusados de ser «liquidacionistas», «comunistas», «ateos en lo religioso», «pacifistas», «españolistas», «apátridas» e infiltrados del FLP (Frente de Liberación Popular). Finalmente la crisis interna se cerró con la expulsión de la corriente obrerista en la primera parte de la V Asamblea de ETA, celebrada en diciembre de 1966.74


      La teoría marxista de la «lucha de clases», que había servido de guía al derrotado Patxi Iturrioz, fue modificada por el victorioso sector tercermundista, que se decantaba por la contribución teórica de los movimientos de liberación nacional de las antiguas colonias. Siguiéndola, se clasificó al empresariado vasco y navarro en dos categorías distintas. Por una parte, la «burguesía nacional», es decir, nacionalista, con la que se podía establecer una alianza en la primera fase de la lucha revolucionaria. Por otra, la «oligarquía» o «gran burguesía», la cual, «por su misma definición son enemigos declarados del pueblo de Euzkadi». Se trataba de «los ejecutantes del imperialismo internacional neo-capitalista concretado actualmente para el pueblo de Euzkadi en el imperialismo francés y español».75


      ETA ZARRA Y ETA V (1967-1974)


      En la segunda parte de la V Asamblea de ETA, de marzo de 1967, se reafirmó la estrategia de acción-reacción y se estableció que «la oligarquía de origen vasco» era «objetivamente extranjera y opresora» y formaba parte de la «oligarquía española», la cual utilizaba el «Estado español» para oprimir a la «nación vasca».76 Al año siguiente Txabi Echevarrieta señaló a una de las familias que componían dicha «oligarquía de origen vasco»: los Ybarra, entre cuyos miembros nombró al empresario y político franquista Javier de Ybarra, quien sería asesinado nueve años después. Volviendo al texto de Echevarrieta, en él se sentenciaba que «ETA no se conforma con decir que es anticapitalista, sino que hace cosas, es decir, lucha en la práctica por una Euskadi socialista».77


      Poco después de la publicación de este manifiesto el propio Txabi Echevarrieta se convirtió en el primer etarra en matar y el primero en morir. Pero previamente, en 1967, la banda había conseguido realizar sus primeros atracos con éxito. En abril de ese año un comando se introdujo a punta de pistola en el domicilio del director del Banco Guipuzcoano de Villabona (Guipúzcoa), a quien robaron las llaves de las oficinas y la caja de caudales. ETA obtuvo un botín de 1.060.000 pesetas (147.300 euros de 2016). En octubre los etarras volvieron a asaltar la misma sucursal: 600.000 pesetas (84.500 euros). El Banco Guipuzcoano de Arechavaleta (Guipúzcoa) sufrió idéntica suerte en marzo de 1968. Los ladrones consiguieron 740.000 pesetas (98.800 euros).78 La suma del producto de los tres atracos arrojaba una cantidad equivalente a unos 332.000 euros de 2016, una cifra mucho mayor que las que ETA había manejado hasta ese momento Aquellos fondos, a los que habría que sumar los vehículos y explosivos sustraídos, permitieron a la banda adquirir armamento, organizar su infraestructura, mantener a sus liberados y, en última instancia, lanzarse a la espiral de acción-reacción que su cúpula había teorizado. Sin dinero, la ofensiva de ETA habría sido imposible. Ciertamente, el oro no fue la causa de la violencia, pero sí se trató de una precondición indispensable para su ejercicio.79


      A partir de 1968 los atracos se consolidaron como una relativamente fiable fuente de ingresos para la banda. Como lamentaba la Memoria del Gobierno Civil de Guipúzcoa de 1971,80 estos delitos eran facilitados «por el hecho de que los autores consigan huir a la vecina nación, en la que encuentran seguro refugio bajo el amparo de la inmunidad del exilio político».81


      En 1971 la organización se hizo con más de 18 millones de pesetas (2,01 millones de euros de 2016), según los datos policiales.82 Se trataba de un salto cualitativo. Y con él empezaron nuevos e inusitados problemas para la banda. El entonces líder de ETA, Juan José Etxabe, «veía ciertas campañas, ciertas maniobras, por ejemplo, con respecto a las cuentas de dinero que teníamos. Antes de entregarlo, ya había murmuraciones». Cuando dimitió en 1971 y llegó el día de devolver los fondos, «el dinero se entregó con intereses. Si había que entregar 6.000.200 francos se les dieron 8.000.600 francos».83


      El boletín Hautsi informaba el 3 de abril de 1973 de que en 1972 ETA había realizado tres «requisas a entidades bancarias» (en realidad, se trataba de dos bancos y una empresa), ascendiendo el botín a 27,1 millones de pesetas (2,82 millones de euros de 2016), sin contar el hurto de multicopistas, fotocopiadoras, máquinas de escribir y material explosivo proveniente de veintisiete canteras. Además, ETA llevó a cabo dos «ataques a centros de esparcimiento de la oligarquía»: la voladura de los clubs marítimos de Lequeitio y Algorta. Banqueros y empresarios fueron los más perjudicados, pero a veces ni los propios trabajadores estaban a salvo del expolio de la banda terrorista. Cuando el 14 de diciembre de 1974 un comando etarra efectuó un atraco a mano armada en Curtidos López de Heredia, de la localidad alavesa de Salvatierra, no solo se llevó 550.000 pesetas (unos 42.500 euros de 2016) de la factoría, sino también el DNI de los empleados y mil pesetas (77 euros actuales) de uno de ellos.84


      El acercamiento de ETA al marxismo, en su versión tercermundista, permitió que la organización se considerase la vanguardia dirigente de la revolución. De acuerdo con tal perspectiva, tenía la histórica misión de liberar al proletariado vasco de la opresión socioeconómica y nacional que padecía a manos de la «oligarquía» y el «Estado español». De ahí la creación de un frente obrero, germen del posterior brazo sindical de la «izquierda abertzale», o su intervención en los conflictos laborales como paladín armado de los intereses de los trabajadores, independientemente de la voluntad de estos. El primer atentado de ETA en dicho ámbito tuvo lugar el 19 de septiembre de 1964, cuando sus activistas colocaron una bomba en una empresa de Vergara en la que se habían registrado despidos. No obstante, este tipo de acciones no tuvieron cierto relieve hasta principios de los años setenta.


      El 19 de enero de 1972 un comando de ETA secuestró al guipuzcoano Lorenzo Zabala, accionista y gerente de Precicontrol, compañía que atravesaba un enconado conflicto laboral. Como condición para respetar su vida, la banda exigió a la dirección de la empresa que readmitiese a los trabajadores despedidos en el transcurso de la huelga y aceptase todas sus demandas, incluyendo un aumento salarial. Los etarras argumentaron que «parte del dinero que Zabala y los demás capitalistas nos roban en cada día de trabajo, lo emplean en pagar al Estado para que este tenga medios de cumplir su labor, que no es otra que defender los intereses capitalistas» por medio de «represión y opresión».85 Precicontrol cumplió inmediatamente las imposiciones de ETA y el 21 de enero Zabala fue liberado por sus captores.86 El año siguiente la organización señalaba que se había seleccionado a Zabala como víctima no solo por el conflicto laboral por el que atravesaba su empresa, sino también por su «vasquismo». «En cuanto a vasco, en realidad no tenemos nada contra él, pero como explotador vasquista de otros vascos y españoles, sumaba a la nefasta labor de su explotación el desprestigio del abertzalismo». Era, según ETA, un avance hacia la eliminación de «influencias pequeño-burguesas» y el acercamiento a la «clase obrera».87


      Fue distinto el móvil del secuestro de Felipe Huarte Beaumont, directivo de Torfinasa, el 16 de enero de 1973 en Pamplona. A la huelga de la plantilla se añadía el hecho de que el rehén era hijo del difunto Félix Huarte Goñi, empresario y político navarro que había promovido el desarrollo industrial de la provincia enfrentándose a la oposición de algunos de sus compañeros de la Diputación. Por primera vez en su historia, ETA no solo exigió que la firma accediera a las reivindicaciones de sus empleados, sino también un sustancioso rescate por su víctima: 50 millones de pesetas (5,01 millones de euros de 2016). La compañía aceptó lo que reclamaban los trabajadores, pero estos no quisieron aprovecharse de aquella ventaja y anunciaron que volverían a negociar cuando la organización terrorista soltase a Huarte, lo que ocurrió una vez obtenida la cantidad requerida, el 26 de enero.88


      El desenlace de los secuestros de Zabala y Huarte creó un peligroso precedente. Vino a sumarse a otros hitos de la banda, como el proceso de Burgos (1970), el magnicidio del presidente Luis Carrero Blanco (1973) y los fusilamientos del 27 de septiembre de 1975, multiplicando el capital simbólico de la banda. En el contexto represivo de la dictadura una parte de los habitantes del País Vasco y Navarra creyeron ver en ETA un héroe colectivo o incluso una especie de Mesías armado. Sin embargo, no conviene sobredimensionar este aspecto de la violencia terrorista, ya que entre 1964 y 1984 la organización solo llevó a cabo una veintena de acciones en relación con conflictos laborales.89


      LOS CABRAS (1966-1977)


      En mayo de 1966 un comando de cabras vestidos con uniformes militares «tomó» durante unas horas el pueblo de Garay (Vizcaya) mientras sus habitantes estaban en misa. Cortaron la línea de teléfono, hicieron algunas pintadas, colgaron una ikurriña y escaparon antes de que llegara la Guardia Civil. Aquello fue lo más parecido que hubo en el País Vasco de los años sesenta a una guerrilla rural, que era el modelo que tenía en mente su dirigente, Xabier Zumalde. A pesar de la preparación de refugios en el monte y los duros entrenamientos a los que se sometieron, la aventura de Los Cabras fue abortada a finales de 1968 por las autoridades policiales, que desarticularon casi toda la organización. Una parte de sus miembros acabó en la cárcel, donde la mayoría terminó integrándose en la obrerista ETA VI. Otra, como el propio Zumalde, escapó al País Vasco francés. No obstante, una sección de Los Cabras, la que operaba en la localidad de Oñate (Guipúzcoa), se había librado de la redada.90


      El grupo, aunque mermado, consiguió recuperarse gracias a la aportación económica de algunos empresarios ideológicamente afines. Así, realizó algunos atentados, como la voladura de los transformadores de la subestación eléctrica de Renfe de Cegama-Otzaurte (Guipúzcoa) el 6 de abril de 1969. Posteriormente, una vez se organizaron algunos comandos en el interior de Euskadi, se produjeron ataques contra el sereno de Oñate y contra negocios regentados por personas a las que Los Cabras consideraban colaboradoras de la dictadura: una sala de fiestas, un club de fútbol, un cine, un despacho de abogados y una cerrajería. En este último caso, además, se alegó que la empresa pagaba poco a los empleados. En el mismo pueblo estaba instalada la factoría de chocolates Zahor, en la que la organización de Xabier Zumalde repartió propaganda acerca de la supuesta demanda de mejores salarios por parte de la plantilla. En agosto de 1972 se colocó una bomba en el sistema de refrigeración de la fábrica.91 Según una carta abierta de ETA VI, que reprochaba a Los Cabras su intento de suplantar al movimiento obrero, inmediatamente la dirección de la empresa había subido el sueldo a los trabajadores.92


      En Oñate tuvo lugar otra operación dirigida por el propio Zumalde que ilustra perfectamente su cosmovisión personal, así como la de su colectivo. En el verano de 1974, tras una intensa campaña de publicidad, Los Cabras colocaron una docena de artefactos explosivos en el colegio de los Agustinos de San Lorenzo, que sufrió daños materiales.93 Al parecer, unos estudiantes estadounidenses de origen vasco iban a recibir unos cursos de verano y Zumalde94 estaba convencido de que entre ellos se ocultaban agentes de la CIA.


      Aunque habitualmente los investigadores hemos adjudicado la patente del impuesto revolucionario a ETApm, la cual anunció el inicio de su recaudación en septiembre de 1975, lo cierto es que este sistema de extorsión había sido inventado unos cinco años antes por Xabier Zumalde,95 quien lo data en la primavera de 1970.96 En tal fecha Los Cabras enviaron una veintena de cartas «a los empresarios de la zona de Oñate, Vergara y Mondragón, que era donde nosotros más fuerza teníamos y donde, lógicamente, más nos conocían». Se les exigía «una módica cantidad», 2.000 pesetas (245 euros de 2016), por cada trabajador que tuviesen contratado, «que debía ser anual en calidad de impuesto compensatorio del que pagaban al Estado español». Contamos con una de las mencionadas misivas, documento que nos permite confirmar que el método ideado por Zumalde era un precedente directo del que las distintas ramas de ETA perfeccionarían con posterioridad. Se trata de la segunda carta, recibida por un constructor de Oñate. En ella se le recordaba que debía pagar «su cotización». De negarse, «nos veremos obligados a tomar represalias reales. La lucha es cara, unos ponen su vida, otros deben poner lo que pueden. Vd. sabe de eso».97 Firmaba el texto la «Resistencia Vasca», denominación bajo la que se escondían Los Cabras.


      «El resultado de nuestro estrenado impuesto revolucionario fue nulo», reconoce Zumalde.98 «No conseguimos cobrar ni un duro, pese a que a determinadas empresas […] les machacamos duramente»: hubo llamadas amenazadoras y bombas contra los talleres y los chalés de los propietarios.99 A decir del cabecilla de Los Cabras, «pronto comprendimos que si no secuestrábamos o ejecutábamos a algún empresario no habría nada que hacer», así que abandonaron. «Fue un gran fracaso». La falta de recursos resultó fatal para el grupo: «la dinámica de ETA y el “general dinero” pronto nos hizo pasar casi al olvido, apagando y tapando toda nuestra dinámica de lucha».100 A ese problema se sumó el continuo trasvase de cabras a ETA militar. De cualquier manera, la organización tenía los días contados. En 1977, tras las elecciones democráticas y la Ley de Amnistía, Xabier Zumalde disolvió lo que quedaba de Los Cabras y regresó a España.


      ETA POLÍTICO-MILITAR Y LOS BEREZIS (1974-1977)


      En 1974, en pleno ocaso de la dictadura franquista, ETA se dividió en dos grupos rivales, ETAm y ETApm, que encararon de manera divergente la Transición. Es decir, por una parte los milis (expresión utilizada de manera coloquial para designar a los integrantes de ETA militar), que se opusieron frontalmente a la incipiente democracia, y por otra los polimilis (miembros de ETA político-militar), que aunque con notables contradicciones y sin dejar de matar procuraron reubicarse en el nuevo escenario. Así, en enero de 1975 ETApm celebró la segunda parte de su VI Asamblea, en la que asumió que la situación de España, lejos de ser prerrevolucionaria, era la antesala de una «democracia burguesa». En tales circunstancias, siguiendo el modelo de la guerrilla uruguaya de los Tupamaros, la organización apostó por combinar «política de masas» y «lucha armada» para ir conformando un contrapoder popular. Aparecía así bosquejado el embrión de un Estado vasco paralelo a la Administración española, con su propia recaudación, su justicia, sus cárceles, etc. Aquel ambicioso proyecto fue truncado por la práctica desarticulación de ETApm durante el verano de 1975 a raíz de la actuación de un topo del servicio secreto, Mikel Lejarza (Lobo). Fue una debacle. Con el fin de reconstruir sus estructuras organizativas, a los polimilis les urgía sobremanera encontrar financiación. Las fuentes de ingresos a las que recurrió la banda fueron los secuestros y el impuesto revolucionario.101


      Para entender la génesis de la extorsión hay que tener en cuenta factores como la acuciante falta de dinero de ETApm, la inspiración teórica de los Tupamaros, las medidas de seguridad que tomaron algunos bancos,102 el éxito del secuestro de Zabala, el precedente directo de Los Cabras y, sobre todo, la prolongación del sistema de «donativos» que ETA había establecido a principios de los sesenta: de la petición de contribuciones a los empresarios, que estos entregaban de manera relativamente voluntaria, a las amenazas solo había un pequeño paso que los polimilis dieron de forma casi natural. Hay constancia de que el impuesto revolucionario de ETApm ya estaba en marcha a finales del verano de 1975,103 pero el anuncio oficial de la banda se retrasó hasta septiembre. Se trataba, rezaba su boletín, de una forma de «recuperación del capital […] para la lucha revolucionaria de la clase trabajadora y de todo el pueblo de Euskadi». El órgano de expresión de los polimilis adujo dos razones para imponer el chantaje económico. Por un lado, «las dificultades crecientes para las requisas a los bancos». Por otro, la banda alegó que era indispensable para «la consolidación de nuestra Organización como vanguardia de la clase trabajadora y de todo el pueblo de Euskadi». Desde el punto de vista de sus dirigentes, ETApm estaba constituyendo «un contrapoder» gracias al cobro del impuesto revolucionario. En ese mismo boletín se reproducía una carta de extorsión. En el texto, además, se incluía un mensaje inequívoco: «Estamos dispuestos y tenemos los medios para ejecutar en todo momento nuestras amenazas».104


      El chantaje, que afectó a una cantidad indeterminada de víctimas, le reportó a ETApm unos fondos considerables. Basten un par de ejemplos. Por un lado, el Gobierno Civil de Guipúzcoa calculaba que a lo largo de 1976 en dicha provincia se habían enviado unas cien cartas amenazando a industriales, una sexta parte de los cuales habrían pagado la cantidad exigida, lo que arrojaría un total aproximado de 50 millones de pesetas (2,83 millones de euros de 2016).105 Según el servicio de información del 51.º Tercio de la Guardia Civil, de San Sebastián, a finales de ese año la situación económica de ETA (no se especificaba a qué rama hacía referencia, pero todo indica que a ETApm) se juzgaba «muy satisfactoria, barajándose la cifra de 400 millones de pesetas» (22,62 millones de euros actuales) como capital, que supuestamente procedían del impuesto revolucionario.106


      La rentabilidad del chantaje económico hizo que tanto ETAm como los CAA se apresuraran a copiar el método.107 Así, durante la Transición se dio «el caso paradójico de que no solamente era un grupo terrorista el que mandaba el “impuesto”, sino que las tres organizaciones parecen haberse puesto de acuerdo en enviar a la misma persona la carta de petición».108 Como rememoraba José Guillermo Zubia, de Confebask, «con la carta se aterraba muy fácilmente por el precio de un sello de Correos».109 Sirvan como ilustración un par de líneas de una de aquellas misivas, en este caso de ETA militar: «Si no hace la entrega en el plazo fijado, le buscaremos hasta ejecutarle. Si avisa a la policía o, en la entrega sucede cualquier contratiempo del tipo que fuera, será igualmente ejecutado allá donde se encuentre aunque salga de Europa».110 La naciente democracia era incapaz de defender a los ciudadanos chantajeados por el terrorismo. Además, según Manu Montero,111 la falta de contestación social al fenómeno, en parte derivada de «los esquemas marxistizantes en boga, que atribuían a los burgueses, además de cantidades de dinero inagotables […], pésimas intenciones sociales y un acendrado egoísmo». «El empresario ha sido el chivo expiatorio de toda la sociedad», declaraba uno de ellos en 1982. «[…] Se le ha acusado de todos los males».112 En ese mismo sentido la sobrina nieta de un industrial raptado por ETAm durante la Transición recordaba que «cuando secuestraban a un empresario vasco, era como si se lo mereciera».113


      A todo esto hay que añadir que hubo personas sin relación con ETA que enviaron sus propias misivas para enriquecerse a costa del creciente miedo que se estaba generando en el sector empresarial. El 5 de julio de 1978 en Zarauz ETAm asesinó a Domingo Merino Arévalo. La banda acusó a su víctima de ser confidente policial y de haberse hecho pasar por el líder etarra Txomin Iturbe para extorsionar a algunos empresarios.110 Algo similar habían hecho Juan María Amilibia Achúcarro, presidente de la Junta Municipal de Pamplona del PNV, y Ana María Zunzunegui, administrativa del batzoki, quienes en diciembre de 1982 fueron condenados a largas penas de prisión. Gracias a las falsas cartas que en nombre de ETA habían enviado a cincuenta y cinco personas, consiguieron que dieciocho de ellas les pagaran tres millones de pesetas (cerca de 86.500 euros de 2016, tomando como base 1980).115


      La confusión y el descontrol subsiguientes, junto a las medidas de autoprotección de las que se habían dotado los empresarios más pudientes, que pudieron librarse de la extorsión, hicieron que, dos años después de haberlo establecido, la cúpula de ETApm suspendiese «provisionalmente» el impuesto revolucionario. Tal y como se expuso, solo se retomaría «cuando existan condiciones para lograr que el objetivo buscado sea factible».116 En 1978 la organización anunció que iba a volver a aquel sistema, aunque solo para chantajear a los «oligarcas» y financieros que «descapitalizasen» Euskadi.117 A pesar de que fuentes policiales señalan que los polimilis reanudaron puntualmente tal práctica,118 hay dudas razonables al respecto, ya que tanto el testimonio de un antiguo dirigente de ETApm119 como las declaraciones posteriores de ETApm VIII Asamblea120 coinciden en que la recaudación del impuesto revolucionario había cesado definitivamente en 1977.


      Fuera como fuese, paralelamente, ETApm recurrió al secuestro de empresarios para autofinanciarse. El delicado estado de salud de la primera víctima, Francisco Luzuriaga, hizo desistir a sus captores.121 A los dos días, el 13 de enero de 1976, los Komando Bereziak (Comandos Especiales) de Miguel Ángel Apalategui (Apala), el sector más radical de la banda, raptaron a José Luis Arrasate al no poder hacerse con el verdadero objetivo, su padre, propietario de Forjas de Bérriz. Esta factoría no estaba implicada en ningún conflicto laboral. Gracias a la intermediación de Juan Félix Eriz,122 la familia consiguió que ETApm rebajase la cantidad exigida de 100 a 30 millones de pesetas (de 5,65 a 1,70 millones de euros de 2016). Después del pago, los polimilis liberaron al rehén. El móvil estrictamente monetario alentó las críticas del resto del nacionalismo vasco radical y de ETAm: el «secuestro de Arrasate, su planteamiento político y las derivaciones que ha traído supone un duro golpe y una pérdida de prestigio ante las masas obreras y populares», porque «ni el secuestrado ni su familia son las personas adecuadas para llevar a cabo una acción de este tipo, por no ser los típicos oligarcas odiados por el pueblo».123 En su réplica los polimilis argumentaron que «los Arrasate-Gaztelurrutia eran tan capitalistas como los demás».124 Pero todo parece indicar que el rapto había tomado por sorpresa a la dirección de ETApm, la cual no había sido informada por los berezis, que funcionaban de manera relativamente autónoma.125 El 18 de marzo de 1976 los polimilis secuestraron a Ángel Berazadi, un industrial guipuzcoano cercano al PNV.126 Su familia se declaró incapaz de sufragar los 200 millones de pesetas (11,31 millones de euros de 2016) que se le exigían como rescate y ofreció una cantidad menor. Ante esa tesitura, se desató una agria polémica en el seno de la dirección de ETApm. Contra el parecer de Eduardo Moreno Bergareche (Pertur) y sus colaboradores, los berezis consiguieron imponer su tesis: había que dar un escarmiento a los empresarios vascos. El cadáver de Berazadi apareció el 7 de abril de 1976 cerca de Elgóibar (Guipúzcoa). Se trató de la primera vez que un secuestro etarra acababa con la muerte del rehén. Además, las simpatías políticas de Ángel Berazadi hicieron que el crimen no fuera asumido por la comunidad abertzale, que todavía solía disculpar los daños colaterales de la «lucha armada». El PNV condenó el asesinato y el gobierno vasco en el exilio anuló su convocatoria del Aberri Eguna.127 A pesar de que intentó defenderse, la presión del resto del nacionalismo vasco obligó a ETApm a admitir que «el desenlace que hemos dado al arresto de Berazadi no ha sido correcto».128


      Las diferentes opiniones de los dirigentes de ETApm respecto al asesinato de Berazadi y la posterior asunción de su «error» eran una prueba más de las crecientes divergencias internas de la banda. Por un lado, Pertur estaba diseñando una renovación estratégica y organizativa: se debía crear un partido de corte bolchevique que participara en las futuras instituciones democráticas y actuara como vanguardia dirigente de toda la «izquierda abertzale», a la que ETApm había de quedar subordinada como fiel retaguardia. Por el otro, tales planteamientos chocaban con las posturas militaristas y pretorianas de los berezis. Moreno Bergareche desapareció en oscuras circunstancias en julio de 1976, pero su ponencia Otsagabia salió vencedora en la VII Asamblea de ETApm, celebrada en septiembre.129


      Rebelándose contra la dirección de ETApm, que estaba siguiendo el plan de Pertur, los Komando Bereziak se escindieron. Una facción se unió a una heterogénea mezcolanza de colectivos provenientes de los minos de ETA VI, de LAIA (ez) (Langile Abertzale Iraultzaileen Alderdia ez, Partido de los Trabajadores Patriotas Revolucionarios no), y del movimiento autónomo y asambleario, para formar en septiembre de 1977 una nueva banda terrorista: los CAA (Comandos Autónomos Anticapitalistas), sobre los que se tratará más adelante. Otro sector de los berezis constituyó un grupúsculo que se presentó públicamente asesinando a Manuel Orcera de la Cruz, agente de la Policía Armada, el 18 de mayo de 1977 en San Sebastián. La historia de los berezis fue efímera, ya que en septiembre se fusionaron con los milis, dando lugar a una refundada ETAm. La noticia apareció en la portada del primer número del diario Egin.130


      Pero antes de unirse a sus antiguos rivales aún tuvieron tiempo de llevarse por delante otra vida. El 20 de mayo, en un clima trágicamente tenso para la patronal de toda España,131 los berezis secuestraron en la localidad vizcaína de Neguri (Guecho) a Javier de Ybarra y Bergé. Se trataba, quizá, del miembro más conocido no solo de su extensa familia, sino también de la alta burguesía de Neguri y de la derecha vasca españolista, uno de los sostenes del régimen franquista. Durante la Guerra Civil había estado cautivo en la zona republicana. Sobrevivió al asalto a las cárceles de Bilbao el 4 de enero de 1937, en el que fueron asesinados 224 presos, una experiencia que relató en uno de sus libros. Historiador y arqueólogo, formó parte de la Real Academia de la Historia. Además, fue un renombrado jurista (presidente del Consejo Superior de Protección de Menores en España y del Tribunal Tutelar de Menores de Vizcaya) y empresario (consejero del Banco de Vizcaya e Iberduero, así como presidente de Babcock Wilcox, El Diario Vasco y El Correo Español). Durante la dictadura también ocupó cargos políticos: procurador en Cortes, presidente de la Diputación de Vizcaya, de la que fue cesado tras pedir a Franco la reintegración del concierto económico, y alcalde de Bilbao. Javier de Ybarra representaba una clase social, una identidad, unas ideas y una época. Y sus captores lo sabían. Reclamaron un rescate de 1.000 millones de pesetas (unos 45 millones de euros actuales), cifra que su entorno fue incapaz de reunir. El 22 de junio, una semana después de las primeras elecciones democráticas, el cadáver de Ybarra fue encontrado en el Alto de Barázar. Tenía un tiro en la cabeza y signos de maltrato y desnutrición.132


      Aunque Gregorio Morán133 ha afirmado que aquel asesinato marcó el principio del fin de la alta burguesía de Neguri, lo cierto es que las principales causas de tal decadencia fueron la crisis económica y la pérdida de poder político-institucional que trajo aparejada la Transición.134 Ahora bien, como señala Florencio Domínguez,135 las muertes de Berazadi e Ybarra «sirvieron para hacer comprender a muchos empresarios que las instituciones no eran capaces de ofrecer seguridad y que, por ello, era más práctico comprar esa seguridad por el sencillo procedimiento de ceder al chantaje e ignorar las consecuencias de esta cesión». Los terroristas reforzaron esa idea al enviar a los industriales vascos fotografías del cautiverio de Berazadi junto a la nota en la que la banda confirmaba su «ejecución».136 Así pues, el asesinato de un empresario fue utilizado para intentar amedrentar a todo el colectivo. Con cierto éxito, además. Xabier Zumalde137 escribe en sus memorias que un miembro de ETA le confesó que nunca habían «conseguido por ningún medio que los empresarios y la oligarquía vasca apartase [sic] ni un solo duro a nuestra lucha […] y de pronto, nada más conocerse la muerte de Berazadi, de la noche a la mañana nos vienen a “casa” sin ni siquiera necesidad de llamarles a traernos grandes cantidades de dinero. Estamos asombrados». El miedo provocado por los asesinatos ejemplarizantes permitió a los etarras obtener cada vez más oro que transformar en plomo. Este es uno de los factores que explican por qué durante la Transición aumentó la actividad terrorista de las distintas ramas de ETA y, por ende, el número de sus víctimas mortales: 302 entre 1976 y 1981.138


      ETA POLÍTICO-MILITAR DURANTE LA TRANSICIÓN (1977-1982)


      Las elecciones del 15 de junio de 1977 inauguraron formalmente el cambio político en España. Aunque no hubo ruptura, sino una reforma pactada, a la larga el resultado fue similar: una democracia homologable a las de Europa Occidental. La Transición ha sido considerada, sobre todo si se la compara con otros procesos similares, un proceso exitoso, relativamente pacífico139 y basado en los grandes consensos entre las élites provenientes de la dictadura y la oposición antifranquista. Prueba inequívoca de este esfuerzo fue la Ley de Amnistía aprobada por las Cortes el 15 de octubre de 1977, que buscaba tanto la reconciliación entre las «dos Españas» que se habían enfrentado en la Guerra Civil como cumplir la principal exigencia de ETA y su entorno, así como del resto de la oposición. De la ley, y su aplicación, se esperaba que fuese suficiente para que los terroristas dejaran las armas y aceptaran los cauces parlamentarios. A partir de esa fecha fueron saliendo en libertad los considerados como «presos políticos» que quedaban en la cárcel, incluyendo a los condenados por delitos de sangre: 66 asesinatos quedaron impunes.140 En diciembre fue excarcelado el último de los etarras, el polimili Fran Aldanondo. Sin embargo, la amnistía no trajo consigo el fin de la violencia de ETA, ya que los terroristas decidieron seguir matando.141 El protagonismo de la violencia que sacudió el País Vasco y Navarra durante la Transición correspondió a ETAm, pero tanto los CAA como ETApm jugaron un papel nada desdeñable en la misma. Aunque lo hicieron, eso sí, bajo premisas bien diferentes. Y es que, tras la salida de los berezis y la creación de EIA (Euskal Iraultzarako Alderdia, Partido para la Revolución Vasca), núcleo de la coalición Euskadiko Ezkerra (Izquierda de Euskadi), los polimilis retrocedieron voluntariamente a la retaguardia. Su papel, durante la Transición democrática, se limitó, al menos teóricamente, a defender las «conquistas populares» que arrancasen la EIA de Mario Onaindía y los organismos de masas afines, como el sindicato LAB (Langile Abertzaleen Batzordeak, Comisiones Obreras Patriotas). Este enfoque se plasmó en la propaganda armada de la línea que marcaba el partido y en la «intervención sectorial» en apoyo de muy diferentes movimientos sociales y culturales. En la práctica, además de los gastos de infraestructura, logística y manutención de los integrantes de la banda (partidas a las que iba destinado aproximadamente el 75 por ciento de su presupuesto), ETApm tuvo que respaldar económicamente a EIA. De igual manera, dependiendo de sus ingresos, los polimilis realizaron donativos puntuales a guerrillas latinoamericanas y grupos de extrema izquierda del resto de España, a revistas de su entorno y al diario Egin, e incluso a la producción de una película.142


      Al haber renunciado al impuesto revolucionario, ETApm hubo de centrarse en las otras dos formas de conseguir dinero que históricamente había utilizado: el robo y el secuestro. En total, según los cálculos de un antiguo dirigente, desde 1977 a 1982 la organización recaudó unos 1.000 millones de pesetas (28,82 millones de euros actuales, calculando como base 1980),143 cifra casi idéntica a la que señala Florencio Domínguez.144


      ETApm fue la organización terrorista que más se benefició de los atracos a entidades bancarias, transportes blindados y empresas: le reportaron 268,3 millones de pesetas (7,73 millones de euros de 2016, tomando como base 1980), de los cuales 150 millones (4,98 millones de euros actuales) fueron obtenidos en 1979.145 Ese año, gracias a la colaboración de nacionalistas asturianos, los polimilis dieron el mayor golpe de la historia de ETA al asaltar el Banco Herrero de Oviedo, a cuyo cajero y su familia había secuestrado previamente. Los ladrones sustrajeron un botín de 130 millones de pesetas (4,32 millones de euros de 2016), dinero que estaba destinado a pagar la nómina de los mineros de Hunosa.146 Mas, por supuesto, no todos los robos tuvieron el mismo resultado.


      Las distintas ramas de ETA no solo competían por una cantidad de recursos limitada, sino que durante un tiempo compartieron una parte de su red de informantes.147 Las consecuencias se hicieron visibles el 29 de abril de 1977. A las seis y cuarto de la mañana un comando de ETApm, que había tomado como rehén al encargado de la caja, atracó el Banco Hispano Americano de Tolosa. Los polimilis obtuvieron un botín de 20 millones de pesetas (0,89 millones de euros de 2016). La operación había sido rápida e incruenta. Poco después, una patrulla de la Guardia Civil se personó en el lugar. Al mando se encontraba el sargento Antonio Galán Aceituno, quien envió a su chófer a por refuerzos mientras comenzaba a redactar el pertinente informe. Nunca lo terminó. A las siete y cuarto hizo su aparición en la sucursal otro comando, este de ETA militar. Uno de los cuatro terroristas se había disfrazado de guardia civil. Tuvo lugar un tiroteo, en el que Galán Aceituno fue herido de muerte. Los etarras comprobaron que habían llegado tarde: las arcas del banco estaban vacías. Tres horas después el cajero de la empresa Pingon Internacional fue atracado en la cercana localidad de Beasáin. Le quitaron las 600.000 pesetas (casi 27.000 euros actuales) que llevaba consigo.148


      De los dos métodos de «abastecimiento» a los que recurrió ETApm, el más rentable fue el del secuestro de hombres de negocios. La suma del botín de las operaciones de este tipo que la banda realizó a lo largo de su historia arroja, según Domínguez,149 un saldo de 683,6 millones de pesetas de la época (19,38 millones de euros de 2016) y, según Llera y Leonisio,150 656 millones de pesetas (18,60 millones de euros de 2016). El grueso de aquella cantidad provenía de los rescates pagados por las familias de los empresarios Jesús Serra, Pedro Abréu y Luis Suñer. El 26 de marzo de 1980 los polimilis raptaron a Jesús Serra Santamans, director general del grupo Catalana Occidente, vicepresidente de Baqueira Beret y consejero de otras compañías, así como presidente del Club de Tenis de Barcelona. Recobró la libertad el 31 de mayo, a cambio de 150 millones de pesetas (4,32 millones de euros de 2016).151 El industrial guipuzcoano Pedro Abreu fue secuestrado en Orio (Guipúzcoa) el 22 de septiembre de aquel mismo año. Los polimilis lo soltaron cuando, tras cuarenta y cinco días en cautiverio, su entorno reunió 100 millones de pesetas (2,88 millones de euros actuales).152 El 13 de enero de 1981 la banda tomó como rehén al valenciano Luis Suñer, propietario de Avidesa. Pese a la tregua que ETApm declaró el 27 de febrero, no fue liberado hasta el 14 de abril, después de que la organización recibiera un rescate de entre 300 y 341 millones de pesetas (entre 7,56 y 8,59 millones de euros actuales).153


      Los polimilis combinaron tan lucrativo sistema con el de los secuestros exprés, como el que sufrieron el 25 de agosto de 1978 Javier Artiach, presidente de Artiach y Harino Panadera, y uno de sus hijos. Un comando de ETApm les acompañó al banco para sacar 10 millones de pesetas (cerca de 384.000 euros de 2016). Otro ilustrativo ejemplo ocurrió el 7 de marzo de 1979 en Algorta (Vizcaya), cuando ETApm raptó a Fernando Picó, un joven estudiante universitario de veintiún años, cuyo padre era el industrial bilbaíno Carmelo Picó. Sus captores lo soltaron dos horas después, tras entregar su familia 2,7 millones de pesetas (casi 90.000 euros actuales).154


      En la trayectoria delictiva de los polimilis tampoco faltaron los fiascos. El 2 de febrero de 1979 el industrial Gregorio Latasa Petrirena se lanzó del coche en marcha en el que era conducido por sus raptores, huyendo así de ellos. Ocho días después un comando fracasaba en su segundo intento de hacerse con Julio Masset, propietario de Yutera Navarra.155 De igual manera, el bilbaíno Martín Arbulu Arana logró escapar de sus captores el mismo día de su secuestro, el 1 de abril de 1980. Peores consecuencias tuvo para la banda su última y malograda tentativa. A finales de diciembre de 1981, debido a la falta de ingresos derivada de la tregua que habían declarado en febrero, ETApm decidió «autoabastecerse» tomando como rehén al doctor Julio Iglesias Puga, padre del famoso cantante del mismo nombre. La operación naufragó por una fuga de información. En enero de 1982 el Grupo Especial de Operaciones (GEO) del Cuerpo Nacional de Policía liberó a Iglesias en la localidad zaragozana de Trasmoz.156 Los polimilis intentaron justificarse aduciendo que la organización no había renunciado al «aprovisionamiento de medios financieros», por lo que el secuestro «no implica ninguna alteración de nuestra decisión de alto el fuego». No obstante, se encontraron con la enérgica condena de EIA, cuyos dirigentes Mario Onaindía y Juan Mari Bandrés estaban negociando la disolución de ETApm con el Ministerio del Interior.157


      Las otras ramas de ETA recurrieron a idénticos métodos para financiarse. No obstante, más allá del plano del «autoabastecimiento», hubo una diferencia sustancial entre ellas en lo referente a la violencia contra el sector empresarial, al menos a nivel estratégico. ETAm seguía el modelo del terrorismo de corte ultranacionalista, como el del IRA Provisional, mientras que la orientación y la práctica de ETApm se habían aproximado a las de la extrema izquierda italiana (Brigadas Rojas, Nuclei Armati Proletari, etc.). En ese sentido, la banda se había fijado como objetivo servir de garante de las «conquistas» de la clase obrera de Euskadi, es decir, sostén de sus reivindicaciones laborales: «Los trabajadores vascos pueden y deben tener una organización dispuesta a intervenir cuando sean alcanzados por la violencia del capital del Estado».158 Amén de las demandas obreras, los polimilis también apadrinaron las de otros colectivos sociales y culturales: el movimiento ciudadano, el antinuclear, el «anti-represivo», el pro-amnistía, el feminista, el de euskaldunización… Desde una óptica marxista sui géneris, la dirección de ETApm redactó extensos textos justificando su «intervención sectorial», que se concretaba en dos tácticas diferentes.159 Por un lado, las bombas y, por otro, los secuestros exprés intimidatorios.


      El primer atentado «sectorial» de ETApm, realizado en Éibar (Guipúzcoa) en septiembre de 1977, consistió en la voladura de las obras de una gasolinera contra las que, debido a la ubicación de la misma, había estado protestando un sector de la vecindad. La banda entendía «su intervención como apoyo a la lucha popular».160 Ahora bien, posteriormente los polimilis se quejaron de que el efecto de la explosión se había malogrado por la ausencia de «quien la capitalice o le dé continuidad políticamente»,161 es decir, de EIA, partido que estaba centrándose progresivamente en las vías institucionales. Ocurrió lo mismo con otras acciones como las bombas contra la empresa de aguas ANSA por sus supuestas irregularidades y contra las instalaciones del peaje de la autopista Bilbao-Vitoria por las expropiaciones forzosas, el asalto a cines cuando se proyectaban películas pornográficas o la amenazadora visita que recibió en su casa el dueño de una granja agropecuaria, a quien los terroristas conminaron a realizar un estudio sobre el impacto medioambiental de su negocio.


      De acuerdo con los datos de Llera y Leonisio,162 la mayoría de los secuestros (el 53,5 por ciento) que las distintas ramas de ETA han llevado a cabo a lo largo de su historia fueron obra de los polimilis. Dos tercios de estos últimos no tenían una motivación estrictamente económica163 y duraron menos de un día. El 30,4 por ciento de los raptos llevados a cabo por ETApm (catorce personas en total) terminaron en un «pernicidio». El siniestro término,164 inventado por algún periodista, se refería a un procedimiento inspirado en el que empleaban otros grupos terroristas como el IRA con aquellos a quienes consideraban pequeños criminales comunes o las Brigadas Rojas a modo de advertencia a sus objetivos políticos. Comenzaba con la captura de altos cargos de la Administración, como le ocurrió al delegado del Ministerio de Agricultura en Vizcaya, Víctor Herrero, o empresarios. Solían cumplir una de estas dos condiciones: se habían trasladado a otra parte de España huyendo del clima de terror imperante en el País Vasco y Navarra o sus compañías se encontraban inmersas en un conflicto laboral, situación muy común debido a la crisis económica, la reconversión industrial y el creciente paro. Los terroristas solían interrogar a sus rehenes para obtener información y los amenazaban con la muerte si no accedían a las demandas de sus empleados. A las pocas horas, sus captores solían soltarlos tras haberles disparado una o varias veces en las piernas, heridas de las que se podían derivar secuelas físicas permanentes. De ahí que a este tipo de violencia se la denominase «pernicidio». La sufrieron altos funcionarios e industriales por igual, aunque en mayor proporción los segundos. A tales casos habría que sumar los de los cuatro empresarios que, a pesar de haber sido raptados, no fueron heridos por los polimilis.


      La primera víctima de aquel tipo de atentado fue Pedro Luis Iturregui. Había sido secuestrado el 11 de mayo de 1978 en la factoría de Teyca, de la que era gerente, situada en Munguía (Vizcaya). Sus raptores le dieron un tiro en la pierna derecha, encima de la rótula. «Diez días después se resolvería el conflicto colectivo favorablemente a los trabajadores», se felicitaba el órgano de expresión de ETApm. «La lucha armada había sido un complemento eficaz a la lucha sindical».165 Probablemente tan temprano logro convenció a los polimilis de que había que continuar incidiendo en aquel «campo de intervención armada en apoyo al movimiento obrero, contra el paro y la descapitalización de Euskadi». Al poco tiempo capturaron en San Sebastián al jefe de personal de Construcciones Arregui, a quien quemaron el coche «a modo de advertencia». El responsable de aquella empresa, Jesús Molero Guerra, recibió un balazo en la pierna en Baracaldo el 13 de febrero de 1979 «por su destacada conducta antiobrera». Lo mismo le aconteció en noviembre de 1979 en Bilbao a otro constructor, José Luis Calvo Casas. Un año antes, el 12 octubre de 1978, había sido secuestrado en Orense el industrial guipuzcoano Jacinto Zulaica Iríbar, al cual los polimilis dispararon en ambas rodillas «a modo de castigo por su acción delictiva antiobrera». Fue encontrado en la localidad guipuzcoana de Cestona. El 6 de marzo de 1980 era tomado como rehén el alavés Eduardo Sanchiz López, director comercial de la empresa Sanchiz Bueno. No solo le pegaron un tiro, sino que unos días después ETApm le envió una carta advirtiéndole de que, si no se resolvía el conflicto laboral de su empresa a favor de los obreros, sería asesinado.166 En fin, la lista de los secuestros exprés es demasiado larga.167 Hubo, sin embargo, un «pernicidio» en el que conviene detenerse, ya que marcó el inicio de una campaña que se cerró con un dramático final.


      Pese a que ETApm había puesto a la multinacional francesa Michelín en su punto de mira desde tres años antes,168 esperó al 5 de febrero de 1979 para secuestrar al responsable de la factoría de Lasarte-Oria, Georges Roucier, quien fue abandonado ese mismo día, herido de bala en una pierna. El día 19 de aquel mes un comando se hizo con el director técnico de la fábrica de Vitoria, Luis Abaitua. Sus raptores, entre los que se encontraba el entonces polimili Arnaldo Otegi (El Gordo),169 exigieron a la dirección de Michelín que negociara las demandas de los empleados. De otro modo, el rehén sería «ejecutado». Finalmente fue liberado el 1 de marzo, tras haber obtenido los terroristas «informaciones (extraídas mediante interrogatorio) necesarias para la planificación de futuras intervenciones». Según los polimilis, la captura de Abaitua había sido un «complemento» al activismo del movimiento obrero.170 El día 20 de febrero un comando intentó secuestrar al director de la factoría de Valladolid, Eloy Cenzano, pero la acción resultó fallida al percatarse su conductor de la presencia de los terroristas. Amparándose en el hecho de que el conflicto laboral seguía sin resolverse, el 25 de junio de 1980 un pistolero de ETApm asesinó de dos tiros en la nuca a Luis Hergueta, jefe de las oficinas técnicas de Michelín en Vitoria. Al contrario de lo que la organización esperaba, la asamblea de trabajadores condenó los atentados.171


      Los polimilis también atacaron objetivos económicos como medio de presionar al gobierno de Adolfo Suárez (UCD). En el verano de 1979 ETApm puso en marcha su primera campaña contra el turismo mediante la colocación de más de una decena de bombas con temporizador en diversas poblaciones de la costa mediterránea de España, destino de millones de turistas extranjeros.172 La organización avisó con antelación dónde y cuándo iban a producirse las explosiones, ya que no deseaba víctimas mortales, pero dos ciudadanos belgas resultaron heridos en una playa de Marbella. El propósito de la operación era obligar al gobierno a conceder una nueva amnistía general ligada al Estatuto de Autonomía, aunque, a corto plazo, los objetivos de los polimilis eran la salida de la Policía Nacional de la prisión de Soria y el traslado de sus reclusos a cárceles de Euskadi. Varios líderes de EIA actuaron de mediadores entre ETApm y el ejecutivo de Suárez, muy interesado en evitar que la campaña afectase a un sector económico estratégico como el turismo. Gracias a la mediación de su partido hermano, los polimilis obtuvieron algunas de sus reivindicaciones. Sin embargo, el gobierno dio marcha atrás e hizo precisamente lo opuesto a lo pactado: envió a algunos presos de ETApm de la prisión de Basauri a la de Soria.173 A pesar de que la dirección de la banda ya había dado la campaña por concluida, un comando decidió por su cuenta y riesgo la colocación de bombas en el aeropuerto de Barajas y las estaciones de tren de Chamartín y Atocha (Madrid). Al contrario que en ocasiones anteriores, los polimilis únicamente avisaron de la inminencia del atentado al Gobierno Civil, que no dio credibilidad a la llamada. El 29 de julio de 1979 las explosiones acabaron con la vida de siete personas e hirieron a más de cien. Aquellas muertes originaron conflictos dentro de la propia organización y, por primera vez en su historia, EIA reprendió a ETApm ante los medios de comunicación exigiendo su «autocrítica pública», orden que la banda obedeció a los pocos días. Los polimilis desactivaron las bombas que quedaban o entregaron los planos a la policía.174


      A pesar de aquel fiasco, en el verano de 1980 ETApm puso en marcha una segunda campaña contra el turismo. Su finalidad manifiesta era que el ejecutivo de Suárez acelerase las transferencias autonómicas al recién constituido gobierno vasco, así como la excarcelación de una serie de presos etarras, la inhabilitación del director de la prisión de Soria y la celebración de un referéndum para la integración de Navarra en Euskadi. El lehendakari Carlos Garaikoetxea (PNV) desechó el «apoyo» de los polimilis con una rápida condena y el PSOE y el PCE iniciaron movilizaciones en contra del terrorismo. En esta ocasión, además, Juan José Rosón, el nuevo ministro del Interior, reaccionó con rapidez y contundencia, concentrando la acción policial sobre EIA, varios de cuyos dirigentes fueron detenidos para forzar a la banda terrorista a detener su campaña contra el turismo. Los polimilis la abandonaron definitivamente, pero la idea acabó siendo adoptada por su rival ETAm.175


      De cualquier manera, a esas alturas empezaba a vislumbrarse que la lógica de EIA-EE, la de las urnas, y la lógica de ETApm, la de las armas, resultaban incompatibles. Se trató de una de las principales causas de la división de la banda en 1982. Ese año, de acuerdo con las indicaciones del partido de Mario Onaindía, ETApm VII Asamblea anunció su disolución, dando paso a la reinserción de sus militantes en la sociedad, proceso que se prolongó hasta 1985. Ahora bien, por más que el gobierno de Adolfo Suárez les ofreció unas condiciones ventajosas, no todos los polimilis quisieron acogerse a aquella amnistía encubierta.


      ETAPM VIII ASAMBLEA (1982-1985)


      El sector de los polimilis que apostó por continuar con la «lucha armada» fue conocido como ETApm VIII Asamblea y sus miembros como octavos. El mundo empresarial también fue uno de los objetivos de sus acciones terroristas. Precisamente lo primero que hizo esta banda para romper la tregua que la organización había declarado en febrero de 1981 fue poner una bomba en Suministros Eléctricos (Bilbao) en marzo de 1982.


      Mas, para reactivar su capacidad operativa, ETApm VIII Asamblea requería de nuevos fondos. Consiguió autofinanciarse por medio del secuestro de alrededor de media docena de empresarios (hay dudas sobre la autoría de alguno de estos casos),176 que le reportaron entre 302177 y 325 millones de pesetas178 (entre 6,01 y 6,56 millones euros de 2016). Durante el verano de 1982 los octavos tomaron consecutivamente a tres rehenes. Primero, el odontólogo Luis Allende Porrúa, quien fue liberado previo pago de 15 millones de pesetas (331.500 euros de 2016). El estrés de su cautiverio pudo ser una de las causas por la que posteriormente desarrolló un cáncer de páncreas que provocó su muerte el 20 de febrero de 1983. En segundo término, Miren Elósegui, hija del propietario de Boinas Elósegui (Tolosa) y esposa del gerente de dicha empresa, cuyo rescate ascendió a 25 millones de pesetas (552.500 euros actuales). Se trata de la única mujer secuestrada por ETA en toda su historia. En tercer lugar, el industrial Rafael Abaitua, a quien los octavos soltaron a cambio de otros 25 millones de pesetas.179


      El 14 de noviembre de 1982 ETApm VIII Asamblea capturó a Saturnino Orbegozo, responsable de una empresa siderúrgica denominada Esteban Orbegozo. ETA ya había pretendido chantajear a Orbegozo en 1978, a lo que el industrial se había negado. Además, su hermano Faustino había sufrido dos intentos de secuestro. Los octavos habían pedido 600 millones de pesetas (23,03 millones de euros de 2016), cifra que se escapaba de las posibilidades de la familia, la cual ofreció una décima parte. La banda se negó a ceder, advirtiendo que, de no cumplirse sus condiciones, asesinaría al rehén. El 30 de diciembre, tras 46 días de cautiverio, la Guardia Civil rescató a Orbegozo, quien presentaba un delicado estado de salud debido a sus problemas cardíacos y respiratorios.180


      Aquel revés probablemente estuvo detrás de la decisión de reanudar el chantaje económico a los empresarios. Si bien los octavos habían criticado el impuesto revolucionario en su primera conferencia de prensa, a principios de 1983 anunciaron que iban a volver a «reclamar las multas revolucionarias de una forma muy selectiva. Y es importante para nosotros recuperar una parte de la plusvalía que la burguesía arrebata a la clase trabajadora».181 Paralelamente, ese mismo enero de 1983 el joven estudiante universitario Miguel Ignacio Echeverría, nieto de un industrial, fue secuestrado por un grupo desconocido. La familia tuvo que pagar 160 millones de pesetas (3,15 millones de euros actuales) por su libertad. A pesar de que ETApm VIII Asamblea negó haber tenido algo que ver, el Ministerio del Interior responsabilizó a esta organización terrorista.182


      Tras secuestrar y asesinar al capitán de farmacia Alberto Martín Barrios en octubre de 1983,183 ETApm VIII Asamblea, que carecía de apoyo civil y estaba cercada policialmente, sufrió un imparable declive que le llevó a la marginalidad. Los restos de la banda fueron absorbidos en sucesivas fases por ETAm. Dos de los octavos pasados a las filas milis alcanzarían posteriormente un relevante papel en la «izquierda abertzale»: Arnaldo Otegi y Francisco Javier López Peña (Thierry).


      LOS COMANDOS AUTÓNOMOS ANTICAPITALISTAS (1977-1985)


      Como su propio nombre indica, y al contrario que ETApm y ETAm, los CAA nunca conformaron una organización cohesionada, esto es, con una estructura sólida, una cúpula centralizada, una toma jerarquizada de decisiones y una estrategia militar clara. Se trataba, más bien, de células que funcionaban de manera más o menos independiente. Por un lado, buena parte de dichos comandos compartían un mismo sustrato doctrinal en el que se entremezclaban el nacionalismo vasco radical, el anticapitalismo, el asamblearismo, el consejismo y el anarquismo, así como el rechazo al papel de los sindicatos y los partidos políticos. En otras palabras, tenían como modelo al movimiento autónomo italiano de los años setenta, por lo que su actividad se asemejaba bastante a la del terrorismo de extrema izquierda. Por otro lado, un segundo sector de los CAA, el proveniente de la escisión berezi de ETApm (1977), entendía «autonomía» como libertad de acción y no como un posicionamiento ideológico concreto. Tal divergencia, que fue una de las causas de su desaparición junto a la acción policial, explica por qué es tan complicado dibujar el patrón del más de un centenar de atentados terroristas que se atribuyen a los CAA. A pesar de todo, podemos encontrar una serie de rasgos y tácticas comunes.184


      Al igual que ETApm, los CAA atacaron a empresas que atravesaban conflictos laborales, así como a firmas dedicadas a los recursos humanos, entidades bancarias y asociaciones de empresarios. Precisamente, los autónomos se presentaron de manera pública el 13 de abril de 1978 con un atentado contra la sede de la patronal guipuzcoana, Adegi, que había firmado con los sindicatos mayoritarios el convenio colectivo del sector del metal en dicha provincia, un pacto que no era asumido por la facción más radical del movimiento obrero.185


      A pesar de las similitudes, y siempre hablando en términos relativos, los CAA fueron más letales que los polimilis en lo que respecta al sector empresarial, ya respondieran sus atentados a móviles económicos, laborales o políticos. El 14 de abril de 1981 José María Félix Latiegui, director de producción de la fábrica Moulinex de Usúrbil (Guipúzcoa), fue asesinado de un tiro en la cabeza por un terrorista. El 8 de octubre de 1982 dos pistoleros acabaron con la vida de Alberto Toca Echevarría, director de la mutua patronal de accidentes laborales Asepeyo, en su propio despacho de Pamplona. Toca también era presidente de la Asociación Navarra de Familiares y Amigos de Subnormales, en cuyos talleres ocupacionales realizaba actividades la mayor de sus siete hijos, que padecía una discapacidad psíquica. Uno de los hermanos de la víctima, Ignacio, había sufrido un intento de asesinato con anterioridad, probablemente debido a su militancia carlista.186


      En otro orden de cosas, los CAA persiguieron a los directivos guipuzcoanos de Telefónica, a quienes acusaban de colaborar en unas hipotéticas escuchas policiales. El 23 de octubre de 1980 por la mañana, un comando terrorista secuestró a Juan Manuel García Cordero, delegado de dicha compañía en Guipúzcoa. Su cadáver apareció unas horas después. Al reivindicar el asesinato, los autónomos amenazaron «a todos los que colaboran con la policía, tanto en controles telefónicos como postales».187 El día 30 del mismo mes los terroristas acabaron con la vida de Juan Carlos Fernández Aspiazu, hostelero y encargado de relaciones públicas de Telefónica. En marzo de 1982 dos pistoleros asesinaron a Enrique Cuesta Jiménez, sucesor de García Cordero como delegado en Guipúzcoa.188 En este último atentado fue herido el policía nacional Antonio Gómez García, quien falleció cinco días más tarde.189


      Una de las singularidades de los CAA fue que, además de contra la patronal, también actuaron contra las centrales sindicales mayoritarias (CC OO, ELA-STV y UGT), cuyas oficinas fueron atacadas en alguna ocasión. Por ejemplo, justificaron un atentado contra la sede de Comisiones Obreras en Rentería (Guipúzcoa) alegando que «los sindicatos reformistas constituyen un elemento no diferenciable de la actual estructura capitalista».190 Un afiliado a UGT y al PSE-PSOE, Germán González López, fue asesinado por los autónomos el 27 de octubre de 1979 en la localidad guipuzcoana de Villarreal de Urrechu. Los terroristas alegaron que la víctima era confidente de la policía. Fue la primera vez que ETA acababa con la vida de un socialista.191


      Respecto a su financiación, los CAA utilizaron las vías que habían abierto las otras ramas de ETA, aunque con menos fortuna que sus rivales. Los atracos reportaron a los autónomos unos 51,5 millones de pesetas (1,59 millones de euros de 2016), un botín muy inferior al que lograron los polimilis y los milis.192 Asimismo, los CAA recurrieron al impuesto revolucionario, mas no les resultó sencillo recaudarlo. En septiembre de 1980 Andrés Bruño, alcalde de Usúrbil por el PNV, denunció en un pleno municipal que los autónomos habían intentado someterle a chantaje exigiéndole dos millones de pesetas (57.600 euros de 2016). Se negó a ceder, siendo respaldado por su partido.193 Que los empresarios ignorasen públicamente sus amenazas podía dar al traste con todo el sistema de extorsión de los CAA, lo que quizá explica por qué un año después, en diciembre de 1981, un terrorista disparó dos veces contra el domicilio de Jesús Letona, gerente de Blug Ibérica, quien tampoco había pagado el impuesto revolucionario.194 Era solo un aviso, pero no surtió el efecto deseado.


      El siguiente paso en la escalada consistió en una «ejecución» ejemplarizante. La víctima fue Francisco Arín Urcola, directivo de Construcciones Electromecánicas Irura. Había recibido varias cartas de extorsión en 1982, ambas de ETA militar, razón por la que se desplazó a Francia para informar a los terroristas de que carecía de liquidez. Sus explicaciones fueron suficientes para que los milis le diesen carpetazo al asunto, pero nadie contaba con la aparición en escena de los CAA. El 15 de diciembre de 1983 un comando autónomo secuestró a Arín en su domicilio de Tolosa, delante de su familia. Su cadáver fue encontrado en el maletero de su coche ese mismo día.195


      Dado que el botín obtenido en los atracos y el impuesto revolucionario era insuficiente para cubrir sus gastos, los CAA comenzaron a secuestrar empresarios.196 Florencio Domínguez197 sostiene que, gracias a este método la banda terrorista consiguió unos 215 millones de pesetas (4,27 millones de euros de 2016), cifra que Llera y Leonisio198 rebajan a 185 millones de pesetas (3,67 millones de euros). El 19 de julio de 1982 los autónomos se hicieron con Francisco Limousin, de veintisiete años. Se había ofrecido para ocupar el lugar de su padre, Antonio, gerente de Papelera Tolosana, quien el año anterior había ignorado una carta que le reclamaba 10 millones de pesetas (252.000 euros de 2016) en concepto de impuesto revolucionario. Aunque, según la banda, no pertenecía a la «oligarquía», Limousin sí era considerado «un capitalista que mediante una política paternalista ha ido acumulando un capital considerable basándose en la explotación salvaje de su plantilla».199 De cualquier manera, tras el pago de un rescate de 15 millones de pesetas (331.500 euros actuales), el rehén fue liberado el 22 de agosto cerca de Zarauz.200 La historia oficiosa de los CAA afirma que «el dinero del secuestro de Limousin fue bien invertido. Ello dio una nueva capacidad operativa a los distintos comandos autónomos comenzando la conocida “campaña de la nagolita [un tipo de explosivo]”».201


      El 21 de marzo de 1983 los CAA capturaron a Jesús Guibert Azkue, gerente de la siderúrgica Marcial Ucin (Azpeitia), al que alguna rama de ETA había intentado chantajear previamente. Después de pasar 17 días en una cueva en el monte, sus secuestradores lo liberaron el 7 de abril. Su familia había pagado un rescate de entre 100 y 200 millones de pesetas (entre 1,97 y 3,94 millones de euros de 2016).202 El 1 de julio de 1985 Salvador Aristegui, gerente de un concesionario de Citroën en Pamplona, escapó de un intento de secuestro. No tuvo tanta suerte Ángel Carasusan Madrazo, propietario de una agencia inmobiliaria, quien el día 10 del mismo mes fue raptado por un comando autónomo en Azpeitia. Tres años antes había recibido una misiva de los CAA en la que se le reclamaba el impuesto revolucionario. Ahora bien, el cautiverio de Carasusan fue breve. El 15 de julio efectivos de la Unidad Especial de Intervención de la Guardia Civil asaltaron el piso de Lezo (Guipúzcoa) en el que el rehén se encontraba retenido. Fue rescatado sano y salvo.203 Los autónomos no tardaron en desaparecer. A partir de entonces la única rama en activo de ETA fue la militar, si bien en el País Vasco todavía sobrevivió durante una década más otro grupo violento, muy diferente a los hasta ahora estudiados.


      IRAULTZA (1981-1997)


      Iraultza (Revolución) fue una organización terrorista de extrema izquierda que formaba parte del entorno del EMK (Euskadiko Mugimendu Komunista, Movimiento Comunista de Euskadi), partido político proveniente de ETA berri (ETA nueva) de Patxi Iturrioz.204 Tuvo una corta pero ilustrativa lista de víctimas mortales: un trabajador de la construcción y siete de sus propios activistas, a quienes les explotaron las bombas que manipulaban.205


      Según su órgano de expresión, Iraultza no pretendía competir con ETA, sino complementarla ocupándose de «campos importantes que no se cubren». Entre las «tareas político-militares» que era necesario impulsar se citaban «luchar por la defensa del puesto de trabajo, contra la explotación patronal en las fábricas, contra la imposición de proyectos antipopulares, contra el expolio de nuestro entorno, contra los límites impuestos al desarrollo del euskera, contra las múltiples formas de represión sobre la juventud, contra las leyes machistas y las agresiones contra las mujeres…».206 Tales objetivos se tradujeron en alrededor de doscientos atentados, la mayoría en Vizcaya, contra entidades bancarias, locales de la Administración, sedes de la patronal, intereses franceses o norteamericanos, comercios y más de medio centenar de empresas que atravesaban conflictos laborales.207


      El 27 de junio de 1986 la puesta en marcha de una máquina perforadora activó un artefacto explosivo que hirió de gravedad al obrero portugalujo José Miguel Moros Peña. Falleció el 13 de agosto de aquel mismo año.208 Al reivindicar el atentado, que no buscaba víctimas mortales, un portavoz de Iraultza lo justificó como una «protesta por la concesión de ayuda norteamericana a la contra nicaragüense».209 Y es que, además de por su adscripción política, Iraultza se diferenciaba de ETA por sus atentados contra firmas estadounidenses, los cuales, supuestamente, formaban parte de una «campaña de solidaridad contra los criminales planes del imperialismo yanqui».210 Así, desde la perspectiva de Iraultza, las 34 bombas que sus activistas colocaron en sucursales o factorías de Ford, General Motors, Coca-Cola, IBM, Firestone, Avis, Hertz, Citibank, Bank of America y Xerox no solo buscaban el perjuicio económico de tales multinacionales, sino también denunciar las intervenciones militares de Estados Unidos en la isla de Granada, Líbano, Nicaragua, etc. De acuerdo con un informe de 1989, el propio gobierno de Estados Unidos llegó a temer la posibilidad de que Iraultza, que era considerada la organización que más atentados había cometido contra sus intereses empresariales en toda Europa, acabase transformándose en una seria amenaza.211


      Desde luego, no ocurrió tal cosa. Entre 1991 y 1992 gran parte de los miembros de Iraultza abandonaron la actividad terrorista. Otro sector de la organización, contrario a la línea política del EMK, se escindió para crear Iraultza Aske (Revolución Libre), banda que durante la década de los noventa fue responsable de la colocación de unos 25 artefactos explosivos contra sucursales bancarias, oficinas de la Administración y empresas de trabajo temporal.212
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